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IV. POLÍTICAS COMERCIALES, POR SECTORES

1) Panorama General

1. El valor de la producción agropecuaria ha aumentado cada año desde 2000, pero a un ritmo menor al de la economía en su conjunto.  Las exportaciones de productos agropecuarios se triplicaron durante el mismo período.  Sin embargo, la productividad en varias actividades agropecuarios es baja.  La protección arancelaria al sector es dos veces mayor a la del resto de la economía (14,9 por ciento frente al 7,2 por ciento).  El apoyo oficial al sector consiste principalmente de exoneraciones tributarias, instrumentos para facilitar el acceso al crédito formal y programas de saneamiento de la deuda.

2. El sector pesquero contribuye de manera significativa a las exportaciones.  La normativa no establece limitaciones a la participación del capital extranjero en empresas pesqueras, de procesamiento o de acuicultura, pero las embarcaciones de bandera extranjera sólo pueden obtener permisos de pesca de manera supletoria a la flota pesquera nacional.

3. La producción minera y de hidrocarburos ha aumentado considerablemente en los últimos años gracias al repunte de la inversión.  La participación de las exportaciones de minerales, metales no ferrosos y combustibles en el total de las exportaciones pasó del 55 por ciento en 2000 al 72 por ciento en 2006.  Desde mediados de 2004, se pagan regalías por la explotación de minerales y desde finales de 2006 el Estado ha alentado a las empresas mineras a realizar aportes para proyectos sociales y de infraestructura.  Los titulares de las concesiones mineras se han beneficiado de la posibilidad de suscribir contratos de estabilidad tributaria específicos para el sector.  La exportación de gas natural proveniente de las reservas probadas del proyecto Camisea, el más importante del país, está supeditada al abastecimiento durante 20 años del mercado interno.

4. La protección arancelaria aplicada a los productos manufacturados ha disminuido del 13 por ciento en 1999 al 7,2 por ciento en abril de 2007.  Esto ha ido acompañado de un fuerte aumento de la productividad del trabajo.  Sin embargo, los lácteos, el calzado, la molinería, el azúcar y el vestido gozan de niveles medios de protección arancelaria efectiva de entre el 30 y el 50 por ciento.

5. En el sector servicios, el Perú adoptó compromisos específicos en 7 de los 12 sectores del AGCS.  También participó en las negociaciones sobre las telecomunicaciones básicas y los servicios financieros posteriores a la Ronda Uruguay.  En el Cuarto Protocolo, el Perú se comprometió a tomar en cuenta el Documento de Referencia.  En el marco de las negociaciones sobre servicios de la Ronda de Doha, el Perú presentó una oferta inicial en 2003 y una oferta revisada en 2005.

6. Desde 2000, el proceso de liberalización en el sector de las telecomunicaciones ha continuado, aunque una empresa privada mantiene una participación mayoritaria en varios segmentos del mercado, particularmente en telefonía fija.  A pesar de esto, la calidad del servicio ha mejorado y las tarifas en general han tendido a caer.  El marco normativo del sector ha sufrido cambios sustanciales, entre otras cosas con la finalidad de reducir las barreras de entrada al mercado para nuevos operadores.  La participación extranjera en servicios de radiodifusión no puede exceder el 40 por ciento del total de las participaciones de las acciones del capital social o del número de asociados.

7. La consolidación del sector bancario continuó, particularmente a raíz de los problemas que afectaron al sector en 2003 y que llevaron al Gobierno a realizar una intervención precautoria ese año. Los indicadores prudenciales bancarios han mejorado desde 2003, y el crédito ha crecido en años recientes.  La inversión extranjera goza de trato nacional pero la autoridad competente puede recurrir al principio de reciprocidad cuando se vea afectado el interés público.  Además, en el caso de que un banco extranjero cierre, los activos de la sucursal peruana deben destinarse primero a indemnizar a los acreedores peruanos y a los extranjeros con domicilio en el Perú.  El Perú mantiene un impuesto sobre las transacciones financieras, con una tasa del 0,08 por ciento, pero ha establecido un cronograma para su reducción.

8. Desde 2000, se han hecho avances normativos en el sector de transporte, pero en ciertas actividades persisten problemas relacionados a la infraestructura.  En el sector de transporte marítimo, los servicios de cabotaje están reservados a naves de bandera y de propiedad mayoritariamente peruana.  Para el transporte de hidrocarburos en tráfico nacional, un mínimo del 25 por ciento de los volúmenes transportados están reservados a la Marina de Guerra del Perú.  Aunque la ley establece la libertad total de rutas, la carga que genere el comercio exterior puede estar sujeta a la aplicación del principio de reciprocidad.  En 2005 se adoptó una ley para incentivar la marina mercante nacional que, sin embargo, no se aplica por no haber sido aún reglamentada.

9. En transporte aéreo, se permite sólo hasta un 49 por ciento de capital extranjero al inicio de actividades en empresas nacionales, el que se puede ampliar hasta el 70 por ciento después de seis meses de operaciones.  Las empresas peruanas que requieren de un permiso para explotar un servicio internacional de transporte aéreo regular deben explotar un servicio similar de transporte aéreo nacional.

10. Existen 22 profesiones reguladas en el Perú, y en las cuales el registro en el colegio profesional o colegiatura es obligatorio para ejercer.  Cada colegio profesional establece condiciones específicas para el reconocimiento de los títulos extranjeros.  Los ingenieros titulados en el extranjero pueden ejercer temporalmente en el Perú sin necesidad de convalidar el título;  esta posibilidad no existe ni para los abogados ni para los contadores.  
2) Sector Agropecuario

i) Características generales y objetivos de la política
11. El valor real de la producción agropecuaria (incluidas la caza y la silvicultura) aumentó cada año entre 2000 y 2006, aunque desde 2002 el ritmo de crecimiento del sector ha sido inferior al de la economía en su conjunto (cuadro IV.1).  El sector contribuye de manera significativa a las exportaciones.  Entre 2000 y 2006, las exportaciones de productos agropecuarios casi se triplicaron.  Según las estimaciones de las autoridades peruanas, la proporción de la población económicamente activa ocupada en la rama agropecuaria parece haber aumentado, del 32,4 por ciento en 2000 a cerca del 37 por ciento en 2006.

12. La entidad encargada de formular la política agropecuaria es el Ministerio de Agricultura.
  La política agraria busca fomentar y desarrollar la modernización del sector agropecuario y mejorar las condiciones de vida de los agricultores y la población rural.
  Desde principios de 2007 el Ministerio de Agricultura cuenta con una Comisión de Trabajo encargada de formular políticas de Estado para el desarrollo de la agricultura.
  La Comisión ha elaborado una propuesta preliminar de política de Estado, que fue sometida a consulta pública en abril de 2007.

Cuadro IV.1
Determinados indicadores del sector agropecuario, 2000-06
	
	2000
	2001
	2002
	2003
	2004
	2005
	2006

	Participación en el PIB (%)a

	Agricultura, caza y silvicultura
	8,9
	8,9
	9,0
	8,8
	8,5
	8,4
	8,3

	Producción agrícola (miles de toneladas)

	Algodón
	153,8
	134,1
	127,4
	126,1
	187,7
	207,3
	213,4

	Arroz
	1.892,1
	2.028,7
	2.124,1
	2.135,7
	1.848,0
	2.468,4
	2.360,2

	Café
	158,3
	159,9
	169,4
	169,5
	224,6
	175,0
	256,0

	Caña de azúcar 
	7.132,0
	7.382,9
	8.419,2
	8.864,0
	6.945,7
	6.304,1
	7.251,3

	Fríjol 
	69,8
	61,0
	62,6
	59,4
	59,5
	71,5
	83,0

	Maíz amarillo duro
	959,7
	1.062,5
	1.036,9
	1.097,6
	982,9
	999,3
	1.009,7

	Maíz amiláceo
	281,1
	253,3
	252,8
	259,3
	217,7
	241,5
	249,0

	Papa
	3.273,8
	2.680,1
	3.299,4
	3.151,2
	3.005,8
	3.289,7
	3.224,2

	Trigo
	189,0
	181,9
	186,3
	190,6
	170,5
	178,5
	191,0

	Cacao
	24,9
	23,6
	24,3
	24,2
	25,9
	25,3
	30,2

	Camote
	244,6
	253,9
	223,9
	192,8
	184,4
	184,4
	194,8

	Cebada
	186,2
	177,4
	198,0
	193,7
	177,6
	193,1
	191,7

	Espárrago
	168,4
	184,1
	181,2
	187,2
	187,9
	206,0
	242,5

	Marigold
	197,9
	119,6
	114,2
	175,7
	107,2
	122,7
	53,7

	Palma aceitera
	140,1
	176,0
	149,0
	180,4
	208,5
	198,2
	231,7

	Yuca
	882,0
	859,1
	886,6
	909,5
	974,8
	1.004,5
	1.096,5

	Cebolla
	380,4
	415,8
	458,2
	472,8
	515,4
	493,3
	576,4

	Choclo
	360,4
	363,1
	392,4
	401,7
	376,2
	347,6
	361,2

	Tomate
	249,7
	188,7
	130,1
	148,9
	183,5
	159,3
	158,5

	Limón
	228,6
	194,5
	244,5
	241,9
	202,4
	217,3
	251,1

	Mango
	127,3
	144,5
	181,4
	198,1
	273,2
	234,8
	320,7

	Manzana
	157,8
	138,0
	123,7
	134,3
	146,2
	139,2
	136,4

	Naranja
	270,4
	278,4
	292,6
	305,7
	330,0
	334,3
	354,9

	Plátano
	1.529,5
	1.557,7
	1.570,0
	1.618,7
	1.663,3
	1.697,1
	1.766,8

	Producción ganadera (miles de toneladas)

	Ave
	969,5
	1.023,8
	1.092,1
	1.011,1
	1.063,2
	1.165,1
	1.255,3

	Huevos 
	162,3
	167,6
	199,7
	181,8
	175,5
	182,3
	203,1

	Leche
	1.067,0
	1.115,0
	1.194,4
	1.226,1
	1.269,5
	1.329,7
	1.425,8

	Ovino
	78,3
	79,4
	79,4
	80,7
	84,2
	84,4
	84,8

	Porcino
	126,3
	149,9
	149,1
	114,2
	130,6
	137,2
	143,9

	Vacuno
	267,1
	270,2
	277,5
	284,2
	287,0
	300,2
	317,2

	Comerciob (millones de $EE.UU.)

	Exportaciones
	642,9
	644,2
	766,0
	847,7
	1.125,7
	1.339,3
	1.784,5

	Importaciones
	907,4
	1.032,3
	1.069,8
	1.139,5
	1.383,8
	1.515,6
	1.659,1


a
Valores constantes de 1994.
b
Según la definición de "productos agropecuarios" del Ministerio de Agricultura.

Fuente:
Secretaría de la OMC, en base a información en línea del Banco Central de Reserva (http://www1.bcrp.gob. 
pe/VariablesFame/csm_01.asp), Memoria Anual 2005 (http://www.bcrp.gob.pe/bcr/Memoria-Anual/Memoria-
2005-2.html) e información proporcionada por las autoridades peruanas.
13. El Ministerio de Agricultura ha señalado que en general, la competitividad y la rentabilidad del sector agropecuario son bajas, reflejando factores tales como el limitado acceso de los productores a los mercados, la información y el financiamiento;  un nivel de inversiones insuficiente;  la fragmentación de la propiedad;  y un sistema tributario inadecuado.
  Las autoridades peruanas indicaron que la política de Estado para el desarrollo de la agricultura es una estrategia de largo plazo que busca revertir los problemas del sector y fomentar su crecimiento sostenido, aprovechar las oportunidades que ofrecen los mercados mundiales y mejorar la distribución del ingreso.

ii) Medidas en la frontera

14. A principios de 2007, la media del tipo arancelario NMF aplicado al sector agropecuario (según la definición de la OMC) era del 14,9 por ciento, alrededor del doble de la media de los demás sectores (véase también el capítulo III 2) iv)).  Las autoridades peruanas señalaron que esperan reducir sustancialmente los niveles de protección arancelaria efectiva del sector a través de acuerdos preferenciales de comercio.

15. En 2001, el Perú redujo del 10 al 5 por ciento el recargo arancelario (denominado "sobretasa adicional arancelaria" y posteriormente "derecho arancelario adicional") que venía aplicando a 56 productos cárnicos desde 1999 y a 4 líneas correspondientes al arroz desde 2000.
  También eliminó el recargo del 5 por ciento que aplicaba al maíz amarillo duro.
  En abril de 2007, se aplicaban recargos arancelarios del 5 por ciento a 392 líneas arancelarias de diez dígitos correspondientes en su gran mayoría a productos clasificados en los capítulos 1-24 del SA.  La mayoría de estos recargos fueron establecidos temporalmente en 1997.
  Los recargos arancelarios se calculan sobre la base del valor c.i.f. de las importaciones y se aplican a las importaciones independientemente de su origen.

16. A mediados de 2001, el Perú remplazó el mecanismo de derechos específicos variables que venía aplicando a ciertos productos agropecuarios desde 1991 por un "sistema de franja de precios".
  Según la normativa, este sistema es "un mecanismo de estabilización y de protección, que permite neutralizar las fluctuaciones de los precios internacionales y limitar los efectos negativos de la caída de tales precios [y que] constituye un instrumento adecuado para la mejora de los niveles de productividad de los productores nacionales, al establecer señales claras al mercado sobre el comportamiento de los precios ...".
  El sistema de franja de precios se aplica a 46 fracciones arancelarias de 10 dígitos del SA.

17. En el marco del sistema de franja de precios, los derechos arancelarios se determinan en función de la posición del precio de cada producto observado en un mercado internacional de referencia respecto de la "franja", compuesta de los precios "piso" y "techo" fijados a partir de precios históricos.  Cuando el precio en el mercado internacional de referencia se sitúa por debajo del precio piso, se aplica un recargo arancelario.  Si el precio en el mercado internacional de referencia está por encima del precio techo, se aplica una rebaja arancelaria.  Finalmente, si el precio de referencia se encuentra entre los precios techo y piso, se aplica el tipo arancelario correspondiente.
18. Cada 15 días, el Ministerio de Economía y Finanzas publica cuatro precios de referencia, uno para cada producto "marcador" sujeto al sistema de franja de precios, es decir, arroz, maíz amarillo, azúcar y leche.  Estos precios provienen de los precios medios de la última quincena en el mercado internacional de referencia correspondiente, convertidos a precios c.i.f.  Los mercados de referencia están definidos en el Anexo IV del Decreto Supremo N° 115-2001-EF de 22 de junio de 2001 y sus modificaciones.

19. Los precios piso de la franja resultan de la media de los precios en los mercados de referencia durante los últimos 60 meses, convertidos a dólares constantes usando el índice de precios al consumidor de los Estados Unidos y excluyendo los precios ubicados fuera de un intervalo de confianza.  Para el azúcar la media resultante se multiplica por un factor de 1,107.
  Los precios techo se obtienen sumando una desviación típica al precio piso.  Los recargos o rebajas arancelarios equivalen al monto necesario para que el precio de referencia ajustado según los costes de importación, iguale el precio piso o techo ajustado según los costes de importación.  Los recargos o rebajas se aplican en forma de aranceles específicos.  Aunque el artículo 6 del Decreto Supremo N° 115-2001-EF de 22 de junio de 2001 estipula que los precios piso y techo deben actualizarse cada seis meses, desde 2001 se ha llevado a cabo una sola actualización.

20. Los productos que no son marcadores pero que están sujetos al sistema de franjas de precios se denominan productos "vinculados".  Los productos vinculados son sustitutos de los productos marcadores o son versiones procesadas de los mismos.  Los recargos o rebajas arancelarios aplicados a los productos vinculados son los mismos que a los productos marcadores.  

21. En virtud del artículo 4 del Decreto Supremo N° 153-2002-EF de 27 de septiembre de 2002, los recargos que resultan de la aplicación del sistema de franja de precios, sumados a los derechos arancelarios correspondientes, no pueden superar los tipos consolidados en la OMC.  Por otro lado, el tipo arancelario mínimo que puede aplicarse a un producto sujeto al sistema de franja de precios es cero, aún si el cálculo del derecho arancelario arrojara un resultado negativo, por ejemplo tratándose de un aumento importante de los precios de referencia.

22. Entre mediados de 2001 y 2005, el sistema de franja de precios generó ingresos por 65 millones de dólares EE.UU.

23. El sistema de derechos específicos variables que aplicó el Perú hasta 2001 no fijaba precios techo, sino solamente precios piso.  Por lo tanto, el único ajuste posible era un recargo arancelario.  En cambio, los ajustes en el marco del sistema de franja de precios pueden ser en forma de recargos o rebajas arancelarios.  Por otro lado, un estudio reciente identifica varios problemas asociados con la aplicación del nuevo sistema, tales como la introducción de un factor de corrección para calcular el precio piso del azúcar y la falta de actualización periódica de los precios piso y techo.

24. El Perú no incluyó ningún producto en la sección I-B de su lista de compromisos, por lo que no cuenta con el derecho a aplicar contingentes arancelarios en el marco de la OMC.

25. El Decreto Legislativo N° 653 de 1° de agosto de 1991 prohíbe la importación de insumos lácteos para la producción de ciertos bienes destinados al consumo humano.  El objetivo de esta medida es promover la producción de leche en el Perú (capítulo III 4) iv)).  Las autoridades indicaron que en la práctica, esta medida no se aplica. 

iii) Otras medidas

26. En su última notificación a la OMC sobre subvenciones a la exportación de productos agropecuarios, realizada en 2003, el Perú notificó que no concedió dichas subvenciones entre 2000 y 2002.
  La última notificación del Perú relativa a los compromisos en materia de medidas de ayuda interna, realizada en 1999, abarca el período 1995-97.

27. El gasto presupuestario de los Gobiernos central y regionales destinado al sector agropecuario fue de S/. 932 millones en 2006 (aproximadamente 284,6 millones de dólares EE.UU.), alrededor del 80 por ciento más que en 2005.

28. La Ley N° 28811 de 22 de julio de 2006 creó un programa que busca compensar a los productores de algodón, maíz amarillo duro y trigo por la rebaja en los aranceles que resultaría de la aprobación del tratado de libre comercio entre el Perú y los Estados Unidos.  El programa, que comenzará a operar una vez que entre en vigor este acuerdo, establece un pago directo por unidad vendida "para procesamiento industrial".

29. La Ley N° 27360 de 31 de octubre de 2000 establece un tipo del impuesto sobre la renta del 15 por ciento para "las personas que desarrollen cultivos y/o crianzas" (el impuesto general sobre la renta es del 30 por ciento, ver el capítulo III 4) i)).  El impuesto sobre la renta del 15 por ciento también se otorga a las empresas agroindustriales ubicadas fuera de las provincias de Lima y El Callao que realizan actividades de producción, procesamiento y conservación de carne y productos cárnicos;  elaboración y conservación de frutas, legumbres y hortalizas;  y elaboración de azúcar.  Para recibir este beneficio, el 90 por ciento del valor total de los insumos de las empresas agroindustriales debe ser de origen nacional (sin contar el envase).
  Según las autoridades peruanas, no existe un mecanismo de fiscalización para hacer cumplir este requisito.

30. Los beneficiarios del tipo reducido del impuesto sobre la renta gozan además de la recuperación anticipada del impuesto general a las ventas (IGV) y del impuesto de promoción municipal pagados por las importaciones y adquisiciones en el Perú de "bienes de capital, insumos, servicios y contratos de construcción" durante la etapa "preproductiva" de su inversión.
  Esta etapa no puede ser superior a cinco años.  Los productores avícolas ubicados fuera de las provincias de Lima y el Callao sólo pueden beneficiarse de la Ley N° 27360 si usan maíz amarillo duro de origen nacional.

31. Hasta 2004, el Estado asumía el pago de los derechos arancelarios, IGV e impuesto de promoción municipal correspondientes a la importación y venta de "fertilizantes, agroquímicos, equipos de riego tecnificado, vacunos reproductores, vaquilloneas registradas con preñez certificada y ovinos de pelo para reproducción".
  El Decreto Legislativo N° 956 de 5 de febrero de 2004 abolió este beneficio.

32. Los productores agrarios con ventas anuales de 50 UIT (S/. 172.500 o alrededor de 54.200 dólares EE.UU. en 2007) o menos estuvieron exonerados del pago del impuesto sobre la renta hasta diciembre de 2002, y del pago del IGV y el impuesto de promoción municipal hasta diciembre de 2003.
  Las importaciones y la primera venta de arroz pilado están sujetas al impuesto a la venta de arroz pilado a un tipo del 4 por ciento y no están afectas al IGV o el impuesto de promoción municipal (capítulo III 2) v)).

33. El Ministerio de Economía y Finanzas estima que los beneficios tributarios de los que goza el sector agropecuario se elevarán a cerca de S/. 1.214,3 millones en 2007 (equivalente a 381,5 millones de dólares EE.UU.).

34. El crédito al sector agropecuario fue de aproximadamente 539 millones de dólares EE.UU. en 2006;  los productores agrarios que accedieron al crédito formal ese año representaron el 1,4 por ciento del total.
  La deuda de los productores agrarios con el sistema financiero es de 538,4 millones de dólares EE.UU.  Aproximadamente el 7 por ciento del total representa deuda refinanciada, y otro 16 por ciento deuda en mora.

35. El Banco Agropecuario (o AGROBANCO), entidad de capital público y privado creada en 2001 según el derecho privado, otorga créditos a los productores agrícolas, ganaderos, forestales y los piscicultores, ya sea directamente o a través de otras instituciones financieras.
  Según las autoridades peruanas, los créditos directos se ofrecen a tipos de interés de mercado.  En septiembre de 2006, el Estado duplicó el capital del Banco Agropecuario a S/. 260 millones (alrededor de 79,4 millones de dólares EE.UU.).

36. El Perú mantiene varios programas que buscan sanear las deudas de los productores agropecuarios.  Por ejemplo, a través del Programa Especial de Regularización Tributaria (PERTA) y el Régimen Extraordinario de Regularización Financiera (RERF) ciertos productores agrarios pueden reducir o refinanciar sus deudas con el Estado.  Ambos programas han estado en vigor desde la segunda mitad de la década de los noventa, pero el plazo para acogerse a ellos ha sido prorrogado en repetidas ocasiones, la más reciente en mayo de 2006.
  En octubre de 2000 se aprobó el Programa de Rescate Financiero, a través del cual el Estado refinancia parte de la deuda de los productores agrarios.
  El monto de la deuda refinanciada en el marco de este programa es de 229,4 millones de dólares EE.UU.  La Ley N° 28752 de 6 de junio de 2006 eliminó las deudas que mantenían los productores agrarios en el marco del Programa de Fondos Rotatorios del Ministerio de Agricultura, que estuvo en vigor entre 1992 y 2003.
  El monto de la deuda eliminada es de S/. 521,7 millones (alrededor de 163,9 millones de dólares EE.UU.).  En 2003, el Perú adoptó disposiciones para capitalizar la deuda tributaria generada a mayo de 2003 por las empresas azucareras con participación mayoritaria del Estado.

37. En años recientes, el Perú ha adoptado normas que establecen instrumentos de garantía y seguro para el sector agropecuario.  La Ley N° 28818 de 22 de julio de 2006 estableció el Fondo de Garantía para la Pequeña Agricultura a fines de "cubrir y garantizar los créditos otorgados a los pequeños productores del sector agropecuario".  La Ley N° 28995 de 1° de abril de 2007 creó el Fondo de Garantía para el Campo y del Seguro Agropecuario para "garantizar los créditos otorgados por las instituciones financieras a los medianos y pequeños productores rurales … [y] financiar mecanismos de aseguramiento agropecuario …".  A mediados de 2007, estos mecanismos aún no operaban, ya que no habían entrado en vigor los reglamentos correspondientes.

38. En marzo de 2007, el Ministerio de Agricultura aprobó el Plan de Desarrollo Agrario para Zonas Cocaleras, que busca la reconversión de los cultivos de coca.
  El plan propone destinar a este fin 83,7 millones de dólares EE.UU. entre 2007 y 2011.

39. Las autoridades peruanas indicaron que desde 1990 no existen dispositivos oficiales de control de la comercialización o de los precios en el sector agropecuario.

3) Pesca

40. El Perú, junto con varios otros Miembros de la OMC, ha abogado por una prohibición amplia de las subvenciones a la pesca en el marco de la Ronda de Doha.

41. El sector pesquero (incluidas las actividades de elaboración conexas) representó el 1,1 por ciento del PIB en 2006 (cuadro IV.2).  Aunque su valor ha aumentado desde 2000, las exportaciones de productos pesqueros han perdido importancia como proporción de las exportaciones totales, al pasar del 16,3 por ciento en 2000 al 7,4 por ciento en 2006.  No obstante, el Perú sigue siendo uno de los principales exportadores mundiales de harina de pescado.

Cuadro IV.2
Determinados indicadores del sector pesquero, 2000-06
	
	2000
	2001
	2002
	2003
	2004
	2005
	2006

	Participación en el PIB (%)a

	Pesca
	0,6
	0,5
	0,5
	0,4
	0,6
	0,5
	0,5

	Elaboración de pescado
	0,2
	0,2
	0,2
	0,2
	0,2
	0,2
	0,3

	Harina y aceite de pescado
	0,7
	0,5
	0,5
	0,3
	0,5
	0,4
	0,3

	Producción (miles de toneladas brutas)

	  Desembarque
	10.660,7
	7.994,5
	8.774,5
	6.097,5
	9.618,5
	9.400,3
	6.998,3

	  Transformación
	2.990,3
	2.129,9
	2.170,9
	1.644,7
	2.534,2
	2.444,3
	1.962,0

	    Enlatado
	77,2
	81,6
	35,3
	91,6
	45,4
	55,5
	106,5

	    Congelado
	63,0
	83,3
	86,0
	99,8
	144,1
	145,6
	217,6

	    Curado
	21,1
	26,4
	21,5
	22,7
	23,5
	22,1
	22,9

	    Harina de pescado
	2.241,5
	1.635,4
	1.839,2
	1.224,5
	1.971,4
	1.930,7
	1.340,5

	    Aceite crudo de pescado
	587,3
	302,9
	188,9
	206,2
	349,8
	290,4
	274,5

	Exportaciones

	Productos pesquerosb
	
	
	
	
	
	
	

	  Millones de $EE.UU.
	1.131,6
	1.124,0
	1.055,7
	1.027,1
	1.381,3
	1.626,4
	1.749,5

	  Porcentaje de las exportaciones totales
	16,3
	17,4
	13,7
	11,3
	10,8
	9,4
	7,6

	Como porcentaje de las exportaciones de productos pesqueros

	Harina de pescado
	77,2
	74,3
	77,8
	72,3
	69,2
	70,6
	64,4

	Aceite de pescado
	7,1
	8,1
	6,6
	7,8
	10,7
	9,0
	10,5


a
Valores constantes de 1994.
b
Según la definición del Ministerio de la Producción.
Fuente:
Secretaría de la OMC, en base a información proporcionada por las autoridades peruanas.
42. La entidad que formula la política del sector es el Ministerio de la Producción.
  Esta facultad correspondía al Ministerio de Pesquería, que dejó de existir en 2002.
  El Instituto del Mar del Perú (IMARPE) asesora al Ministerio de la Producción en lo relativo a la administración de los recursos pesqueros.  Los objetivos principales de la política pesquera son promover el desarrollo sostenido de la actividad pesquera como fuente de alimentación, empleo e ingresos, y asegurar el aprovechamiento de los recursos hidrobiológicos en consonancia con la preservación del medio ambiente y la conservación de la biodiversidad.

43. Según la Ley General de Pesca, las embarcaciones pesqueras de bandera extranjera sólo pueden explotar "el excedente de la captura permisible no aprovechada de recursos hidrobiológicos por la flota existente en el país".
  La Ley General de Pesca establece las modalidades de acceso a los recursos pesqueros para las embarcaciones de bandera extranjera.
  Entre ellas están la explotación de "recursos de oportunidad, altamente migratorios o subexplotados" o la suscripción de un contrato con una empresa nacional para explotar ciertos recursos.

44. Es necesario contar con un permiso de pesca para acceder a los recursos pesqueros.  La entidad encargada de emitir los permisos es el Ministerio de la Producción.  Para obtener un permiso, el propietario de una embarcación de bandera extranjera debe estar domiciliado y contar con un representante legal en el Perú.  Además, debe contar con una carta fianza a favor del Ministerio de la Producción equivalente al 25 por ciento del "derecho de pesca" (véase infra).  Este requisito no se aplica a las embarcaciones de bandera peruana.  Las embarcaciones de bandera extranjera deben llevar a bordo un "observador técnico científico" designado por el IMARPE y un sistema de seguimiento por satélite;  al menos el 30 por ciento de su tripulación debe ser de nacionalidad peruana.
  Los permisos de pesca para las embarcaciones extranjeras no son transferibles.

45. La explotación de los recursos pesqueros está sujeta al pago de derechos.
  El monto de los derechos de pesca aplicados a los buques atuneros de bandera extranjera es de 25 dólares EE.UU. por cada tonelada de arqueo neto y período de tres meses.
  Este monto se reduce a 10 dólares EE.UU. para las embarcaciones atuneras de bandera extranjera que destinen su producto a establecimientos industriales que cuenten con una licencia de operación emitida por el Ministerio de la Producción.  El monto de los derechos de pesca para los buques atuneros de bandera nacional es de 10 dólares EE.UU. por tonelada de arqueo neto y por año.

46. La normativa pesquera no impone restricciones a la participación del capital extranjero en las embarcaciones de bandera peruana o las actividades relativas a la acuicultura.  Tampoco impone restricciones a la comercialización de los productos pesqueros en los mercados nacional e internacional.
  Sin embargo la importación y exportación de recursos hidrobiológicos requieren autorización (capítulo III 2) vi) y 3) iii)).

47. La Ley N° 27460 de 26 de mayo de 2001 establece un tipo del impuesto sobre la renta del 15 por ciento para la acuicultura.
  La acuicultura también goza de la recuperación anticipada del IGV y el impuesto de promoción municipal pagado por las importaciones y adquisiciones en el Perú de "bienes de capital, insumos, servicios y contratos de construcción" durante la etapa "preproductiva" de una inversión.  Esta etapa no puede ser superior a cinco años.

48. Las ventas de combustible a los buques de bandera extranjera premunidos de permisos de pesca otorgados por el Perú u otros países y que capturan recursos hidrobiológicos "altamente migratorios" no están gravadas con el IGV, el impuesto de promoción municipal o el impuesto selectivo al consumo, siempre que el buque desembarque por lo menos el 30 por ciento de su carga en bodega en una planta industrial nacional.

49. El Fondo Nacional de Desarrollo Pesquero (FONDEPES), creado en 1992, otorga apoyo técnico y económico a los pescadores artesanales y piscicultores.  En 2005, el FONDEPES otorgó 348 créditos por 566.380 dólares EE.UU.
  El 65 por ciento del total se otorgó para reflotar y equipar embarcaciones.  Durante 2005, el FONDEPES también realizó obras de construcción y mantenimiento de infraestructura por S/. 893.170 (alrededor de 271.000 dólares EE.UU.).

50. En el marco del anterior Examen del Perú, las autoridades peruanas señalaron que el exceso de capacidad de la industria pesquera se debía a la alta rentabilidad de la pesquería pelágica dedicada a la producción de harina y aceite de pescado.
  En el marco del presente Examen, las autoridades indicaron que a mediados de 2006 estaba discutiéndose la posibilidad de adoptar un sistema de administración de los recursos pesqueros basado en la asignación de cuotas individuales transferibles, como ya existe en relación con la merluza. 
4) Minería, Excluidos los Hidrocarburos
51. La extracción de minerales ha aumentado su participación en el PIB, del 5 por ciento en 2000 al 5,6 por ciento en 2006 (cuadro IV.3).  Esto refleja el aumento considerable de la producción en los últimos años, lo que ha permitido al Perú consolidar su posición como un importante productor mundial de productos minerales.  En 2006, el Perú ocupaba el primer lugar mundial en la producción de plata;  el segundo en la de telurio;  el tercero en la de cinc, estaño, bismuto y cobre;  el cuarto en la de plomo y molibdeno;  y el quinto en la de oro.
  La participación de la transformación de metales no ferrosos en el PIB permaneció cercana al 1 por ciento entre 2000 y 2006.
52. La participación de las exportaciones mineras en el total de las exportaciones ha aumentado significativamente desde 2000, pasando del 46,3 por ciento al 62 por ciento en 2006.  Esto obedece a incrementos tanto del volumen exportado como de los precios.  El cobre y el oro representaron alrededor de dos terceras partes de las exportaciones mineras en 2005.

53. El sector minero es uno de los principales receptores de inversión.  Después de registrar una fuerte reducción en 2002 y 2003, las inversiones mineras han alcanzado niveles cercanos a los de finales de la década de los noventa.  El Ministerio de Energía y Minas estima que el sector recibirá inversiones por unos 11.500 millones de dólares EE.UU. entre 2007 y 2014.  Las autoridades peruanas indicaron que a mediados de 2007, no existían empresas estatales en el sector minero.
Cuadro IV.3
Determinados indicadores del sector minero, 2000-06
	
	2000
	2001
	2002
	2003
	2004
	2005
	2006

	Participación en el PIB (%)a
	

	Extracción de minerales
	5,0
	5,5
	5,9
	6,0
	6,0
	6,1
	5,6

	Transformación de metales no ferrosos
	0,8
	0,8
	0,9
	1,0
	0,9
	0,9
	0,8

	Producción (toneladas finas, salvo indicación de lo contrario)
	

	Cobre
	
	722.355
	844.553
	842.605
	1.035.574
	1.009.899
	1.049.933

	Orob
	
	138.522
	157.530
	172.625
	173.224
	208.002
	203.269

	Zinc
	
	1.056.629
	1.232.997
	1.373.792
	1.209.006
	1.201.671
	1.201.794

	Platab
	
	2.571.114
	2.869.639
	2.923.688
	3.059.962
	3.205.673
	3.470.725

	Plomo
	
	289.546
	305.651
	309.164
	306.211
	319.368
	313.325

	Cadmio
	
	485
	422
	529
	532
	481
	416

	Hierroc
	
	3.038.401
	3.056.055
	3.484.900
	4.247.174
	4.564.989
	4.784.601

	Estaño
	
	38.182
	38.815
	40.202
	41.613
	42.145
	38.470

	Molibdeno
	
	9.499
	8.613
	9.590
	14.246
	17.325
	17.209

	Exportaciones
	

	Productos minerosd
	
	
	
	
	
	
	

	
Millones de $EE.UU.
	3.220,2
	3.205,2
	3.809,0
	4.689,8
	7.123,8
	9.759,4
	14.715,8

	
Porcentaje de las 
    exportaciones totales
	46,3
	45,6
	49,4
	51,6
	55,6
	56,3
	62,0

	Como porcentaje de las exportaciones de mineralese
	

	Cobre
	29,0
	30,8
	31,2
	26,9
	34,8
	34,4
	41,0

	Estaño
	5,3
	4,7
	4,1
	4,5
	4,9
	2,8
	2,3

	Hierro
	2,1
	2,5
	2,2
	2,0
	1,8
	2,2
	1,7

	Oro
	35,5
	36,4
	39,4
	44,8
	34,0
	32,4
	27,5

	Plata refinada
	5,6
	5,3
	4,6
	4,1
	3,7
	2,9
	3,3

	Plomof
	5,9
	6,1
	5,5
	4,3
	5,5
	5,0
	4,8

	Zinc
	15,4
	13,1
	11,3
	11,3
	8,1
	8,2
	13,5

	Otros
	1,3
	1,2
	1,8
	2,2
	7,3
	12,0
	5,9

	Inversiones mineras (millones de $EE.UU.)
	1.502
	1.146
	420
	462
	850
	1.085
	1.384


a
Valores constantes de 1994.

b
Kilogramos finos.

c
Toneladas largas finas.

d
Según la definición del Ministerio de Energía y Minas.

e
La suma no es igual al 100 por ciento ya que no se incluyen todos los productos minerales.

f
Incluye contenido de plata.

Fuente:
Secretaría de la OMC, en base a información proporcionada por las autoridades peruanas e información en línea 
del Ministerio de Energía y Minas.  Consultado en:  http://www.minem.gob.pe/mineria/estad_inicio.asp.

54. La política minera busca:  promover la actualización de las normas mineras con el objeto de optimizar la estabilidad jurídica de las inversiones, mejorando las condiciones para la inversión privada;  propiciar el desarrollo de las actividades mineras en condiciones de mayor seguridad para los trabajadores y la sociedad, preservando el medio ambiente y manteniendo relaciones armoniosas con la comunidad;  y fortalecer las actividades de fiscalización.
  La formulación de la política minera es responsabilidad del Ministerio de Energía y Minas.
  El Organismo Supervisor de la Inversión de Energía y Minería (OSINERGMIN) ha desempeñado funciones de supervisión y fiscalización del sector en lo relativo a la seguridad y el medio ambiente desde principios de 2007.
  Previamente, esta función estaba a cargo del Ministerio de Energía y Minas.
55. La normativa no establece restricciones a la participación del capital extranjero en la exploración, explotación y procesamiento de minerales.  La exploración y explotación requieren de una concesión minera.
  Las empresas constituidas en el exterior deben establecerse en el Perú para realizar actividades de exploración y explotación, ya sea a través de una sucursal o de una subsidiaria.  Las concesiones se otorgan por un período ilimitado, aunque se impone una penalidad si al sexto año de haberse otorgado la concesión no se ha realizado una inversión determinada o si no se ha iniciado la producción.  Las empresas con participación extranjera deben haber obtenido una autorización a través de un decreto supremo antes de llevar a cabo actividades de exploración o explotación en un área situada a 50 kilómetros o menos de la frontera.
  Desde 2000, se han otorgado alrededor de 12 autorizaciones de este tipo a empresas extranjeras;  ninguna solicitud ha sido denegada.
56. El Estado percibe diferentes pagos por la exploración y explotación de los minerales.  Por ejemplo, desde mediados de 2004, los inversores pagan regalías por la explotación de minerales.
  Las regalías oscilan entre el 1 y el 3 por ciento del valor del concentrado (o su equivalente) extraído.  Los productores "pequeños" y los "artesanales" no están sujetos al pago de regalías.  La Ley General de Minería define a estas dos clases de productores.
  Los titulares de concesiones mineras deben pagar un derecho anual de vigencia, que varía con el tamaño del productor.
  Las empresas mineras deben distribuir el 8 por ciento de sus utilidades antes de impuestos a sus trabajadores.

57. En el marco del Programa Minero de Solidaridad con el Pueblo, desde finales de 2006 el Estado ha alentado a las empresas mineras a suscribir convenios a través de los cuales se comprometen a realizar aportes del 3,75 por ciento de sus utilidades netas anuales a determinados fondos para realizar proyectos sociales y de infraestructura principalmente.
  Los aportes de las empresas no son deducibles a efectos tributarios, pero las empresas que pagan regalías pueden deducirlas parcialmente de sus aportes.  El pago de los aportes se suspende en los años en que los precios mundiales anuales de ciertos metales producidos por las empresas se sitúan por debajo de los precios de referencia establecidos en el convenio.  En principio, los convenios permanecen en vigor por cinco años.  A mediados de 2007, 24 empresas habían suscrito convenios con el Estado.  El Ministerio de Energía y Minas estima que los aportes de las empresas ascenderán a S/. 2.500 millones entre 2007 y 2012 (alrededor de 785,4 millones de dólares EE.UU.).
58. El sector minero recibe varios beneficios tributarios.  Por ejemplo, las empresas mineras pueden deducir las inversiones que realizan en "infraestructura de servicio público".
  La Ley N° 27623 de 8 de enero de 2002 otorga a los titulares de las concesiones mineras el derecho a la devolución definitiva del IGV y el impuesto de promoción municipal pagado por la importación y adquisición de "bienes, prestación o utilización de servicios y contratos de construcción que se utilicen directamente en la ejecución de actividades de exploración" de recursos minerales.
  Este beneficio se otorga únicamente a las empresas que inviertan un mínimo de 500.000 dólares EE.UU.
  Hasta septiembre de 2000, únicamente la renta distribuida (y no la reinvertida) por las empresas mineras estaba sujeta al impuesto sobre la renta.  El Perú eliminó este beneficio a través de la Ley N° 27343 de 6 de septiembre de 2000.
59. El Ministerio de Economía y Finanzas estima que los beneficios tributarios de los que goza el sector minero se elevarán a cerca de S/. 376,6 millones en 2007 (equivalente a 118,3 millones de dólares EE.UU.).

60. Los titulares de las concesiones mineras pueden suscribir contratos de estabilidad tributaria con el Estado, adicionalmente a los "convenios de estabilidad jurídica" disponibles a los inversores de cualquier sector (capítulo II 4)).
  Los contratos de estabilidad tributaria congelan el impuesto sobre la renta al tipo en vigor al momento de su suscripción más dos puntos porcentuales.
  También congelan los beneficios tributarios en vigor al momento de la suscripción del contrato, pero únicamente por el plazo que establece el dispositivo legal a través del cual se otorgan dichos beneficios.  Los contratos no abarcan los tipos del IGV, impuesto de promoción municipal, ISC y demás impuestos al consumo, ni los impuestos creados después de su suscripción.  La duración del contrato varía en función de la capacidad de producción de la empresa que lo suscribe.  Las empresas con capacidad de producción de entre 350 y 5.000 toneladas por día pueden suscribir contratos de 10 años, mientras que las empresas con mayor capacidad pueden suscribir contratos de 15 años.  Para suscribir un contrato de 10 años es necesario invertir por lo menos 2 millones de dólares EE.UU. en un proyecto nuevo.  El monto mínimo para los contratos de 15 años es de 20 millones de dólares EE.UU. en proyectos nuevos o 50 millones de dólares EE.UU. en proyectos existentes.

5) Hidrocarburos, Incluidos los Derivados del Petróleo
61. La extracción y refinación de petróleo representó el 1,2 por ciento del PIB en 2005.  A partir de 2004, año en que comenzó la explotación del yacimiento de Camisea, se revirtió la tendencia decreciente de la producción de hidrocarburos que había prevalecido en años anteriores (cuadro IV.4).  El aumento reciente de la producción de hidrocarburos refleja principalmente el crecimiento de la producción de gas natural.  La balanza comercial de los hidrocarburos ha sido tradicionalmente deficitaria.
62. La inversión destinada a la exploración de hidrocarburos ha aumentado considerablemente desde 2003, después de un período de estancamiento (cuadro IV.4).  La inversión en explotación ha mostrado una clara tendencia al alza desde 2000.  Alrededor del 90 por ciento de la inversión en exploración y explotación es extranjera.  En febrero de 2000, el Perú adjudicó mediante una licitación pública internacional la licencia para la explotación de los hidrocarburos en los yacimientos de San Martín y Cashiriari (conocidos como "Lote 88" o Camisea), que albergan una de las reservas de gas natural no asociado más importantes de América Latina.

Cuadro IV.4
Determinados indicadores del sector de hidrocarburos, 2000-06
	
	2000
	2001
	2002
	2003
	2004
	2005
	2006

	Participación en el PIB (%)a

	Extracción de petróleo
	0,5
	0,5
	0,5
	0,4
	0,4
	0,5
	..

	Refinación de petróleo
	0,7
	0,7
	0,7
	0,6
	0,6
	0,7
	..

	Producción

	Gas natural (millones de pies cúbicos diarios)
	..
	35,8
	42,7
	52,6
	82,9
	146,2
	171,8

	Petróleo crudo (miles de barriles diarios)b
	..
	97,1
	96,9
	91,4
	94,1
	111,3
	115,6

	Comercio de combustiblesc (millones de $EE.UU.)

	Exportaciones
	403,6
	414,0
	471,9
	667,9
	694,2
	1.595,9
	1.901,8

	Importaciones
	1.156,4
	969,9
	1.033,6
	1.457,4
	1.886,2
	2.471,1
	2.959,7

	Inversión (millones de $EE.UU.)

	Exploración
	12,1
	30,5
	31,2
	12,2
	41,9
	95,8
	107,8

	Explotación
	112,8
	165,6
	351,8
	347,4
	233,4
	253,7
	580,5


..
No disponible.

a
Valores constantes de 1994.
b
Incluye petróleo y líquidos de gas natural.

c
Según la definición de la CUCI, revisión 3.
Fuente:
Secretaría de la OMC, en base a información del Banco Central de Reserva del Perú (varios años), Memoria Anual
(http://www.bcrp.gob.pe/ bcr/Memoria-Anual/Memoria-Anual.html), Ministerio de Energía y Minas (varios años), 
Base de Datos Comtrade de las Naciones Unidas e información proporcionada por las autoridades peruanas.
63. Un estudio del INDECOPI concluyó que la estructura del mercado nacional de hidrocarburos se caracteriza por niveles elevados de concentración e integración vertical.
  Por ejemplo, dos empresas, una privada y la otra estatal, concentran casi toda la capacidad de refinación.  Ambas también operan en las etapas de comercialización y distribución de los combustibles.  A mediados de 2006, se aprobó una ley a través de la cual PETROPERÚ, la empresa estatal de hidrocarburos, quedó fuera del ámbito de supervisión del FONAFE (capítulo III 4) iii)).

64. La entidad encargada de formular la política del sector de los hidrocarburos es el Ministerio de Energía y Minas.
  El OSINERGMIN realiza actividades de supervisión y fiscalización del sector.
  Junto con el Ministerio de Energía y Minas, el OSINERGMIN vela por el cumplimiento de la Ley Orgánica de Hidrocarburos.
  Perupetro, empresa estatal constituida según el derecho privado, se encarga de promover la inversión en exploración y explotación.  En representación del Estado, celebra y supervisa los contratos de exploración y explotación con inversores privados.

65. La política del sector de los hidrocarburos busca "impulsar la inversión privada sostenible" en la producción y comercialización de los hidrocarburos.
  También busca desarrollar el mercado nacional de gas natural y equilibrar "en el menor tiempo posible" la balanza comercial de los hidrocarburos.

66. Las actividades de exploración y explotación de los yacimientos de hidrocarburos requieren de un contrato con Perupetro.
  Las empresas constituidas en el exterior deben establecerse en el Perú para realizar dichas actividades, ya sea a través de una sucursal o de una subsidiaria.
  A inicios de 2007, estaban en vigor 42 contratos de exploración y 19 de explotación.  De los 61 contratos en vigor, 56 involucraban a empresas con participación extranjera.  Las empresas con participación extranjera deben haber obtenido una autorización a través de un decreto supremo antes de llevar a cabo actividades de exploración y explotación en un área situada a 50 kilómetros o menos de la frontera.
 
67. La duración de la fase de exploración en los contratos es de hasta siete años, prorrogable por hasta tres años más "en casos excepcionales".
  La fase de explotación dura 30 años en los contratos de petróleo y 40 en los de gas natural.  Ambas son prorrogables por hasta diez años si se cumplen ciertos requisitos.

68. El Estado percibe diferentes pagos por la exploración y explotación de los yacimientos de hidrocarburos.  En los contratos que estipulan el pago de regalías, éstas se determinan en función de los factores que establece la normativa.

69. La normativa no limita la participación del capital extranjero en las actividades de refinación, procesamiento, almacenamiento y comercialización de los hidrocarburos.  La construcción, operación y mantenimiento de ductos para el transporte de hidrocarburos requiere de la suscripción de un contrato de concesión con el Ministerio de Energía y Minas.
  Las empresas registradas como "distribuidores mayoristas" ante el Ministerio de Energía y Minas son las únicas autorizadas para importar combustibles líquidos y sus derivados al Perú.

70. La Ley N° 27133 de 4 de junio de 1999 estipula que los procedimientos para otorgar los derechos de explotación de las reservas probadas de gas natural deben "garantizar el abastecimiento del mercado nacional de Gas Natural".
  El contrato de licencia para la explotación de hidrocarburos en el Lote 88 estipula que la empresa productora puede exportar gas natural siempre que el abastecimiento del mercado interno esté asegurado durante 20 años, según lo establecido en el Plan Referencial de Hidrocarburos del Ministerio de Energía y Minas en vigor a la fecha de suscripción del contrato de compraventa de gas natural para exportación.

71. El artículo 77 del Texto Único Ordenado de la Ley Orgánica de Hidrocarburos estipula que los precios del petróleo y sus derivados en las distintas etapas de producción y comercialización son libres.  La única excepción es el precio del transporte del gas licuado de petróleo por ductos.
  La Ley N° 27133 de 4 de junio de 1999 estipula que los procedimientos para otorgar los derechos de explotación de las reservas probadas de gas natural deben "fijar un precio máximo para el Gas Natural en la boca de pozo".  El contrato de licencia para la explotación de los hidrocarburos en el Lote 88 fija el precio máximo del gas natural en la boca de pozo a 1,00 dólar EE.UU. por millón de BTU (unidad térmica británica, por sus siglas en inglés) para los generadores eléctricos, y a 1,80 dólares EE.UU. por millón de BTU para los usuarios industriales.  El contrato establece una fórmula de ajuste para estos precios.  Los precios del transporte y la distribución del gas natural también están regulados.

72. La Ley N° 27624 de 8 de enero de 2002 otorga a los inversores el derecho a la devolución definitiva del IGV y el impuesto de promoción municipal pagado por la importación y adquisición de "bienes, prestación o utilización de servicios y contratos de construcción directamente vinculados a la exploración durante la fase de exploración de los Contratos".
  Asimismo, durante la fase de exploración, la importación de insumos aprobados por el Ministerio de Economía y Finanzas está exonerada de todo tributo, incluidos los aranceles.

73. El Ministerio de Economía y Finanzas estima que los beneficios tributarios de los que goza el sector de los hidrocarburos se elevarán a cerca de S/. 222,8 millones en 2007 (equivalente a 70 millones de dólares EE.UU.).

74. En el marco del régimen de importación temporal que se aplica a los inversores del sector, el plazo por el que las mercancías importadas pueden permanecer en el Perú antes de ser exportadas es de dos años, prorrogable por hasta dos años.
  En el marco del régimen de importación temporal general, dicho plazo es de 18 meses (capítulo III 2) iv)).

75. La Ley Orgánica de Hidrocarburos garantiza a los inversores la aplicación de los regímenes cambiario y tributario en vigor al momento de la celebración de un contrato con el Estado.

6) Manufacturas
76. El sector manufacturero representó el 15,3 por ciento del PIB en 2005.  Los principales rubros según el valor de su producción en 2005 fueron los alimentos, la química y los textiles y cueros (cuadro IV.5).  Aunque el valor de la producción de varias industrias se contrajo significativamente entre 2000 y 2005, por ejemplo el calzado, la maquinaria no eléctrica, la harina y el aceite de pescado, el cuero y el azúcar, el ritmo de crecimiento del PIB manufacturero durante este período excedió levemente al de la economía en su conjunto.  Las industrias de impresión y edición, el papel, los productos lácteos, los productos no metálicos, los textiles y la siderurgia registraron aumentos relativamente importantes del valor de su producción.

77. Las importaciones de manufacturas (según la segunda revisión de la Clasificación Industrial Internacional Uniforme, CIIU) ascendieron a 10.041 millones de dólares EE.UU. en 2005, equivalente al 80 por ciento de las importaciones totales.  Poco más de la mitad corresponde a maquinaria no eléctrica (CIIU 382), químicos industriales (CIIU 351), maquinaria eléctrica (CIIU 383), equipo de transporte (CIIU 384) y productos alimenticios (CIIU 311).

Cuadro IV.5
Estructura del PIB manufacturero, 2000-05

(Millones de S/. a precios constantes de 1994 y porcentajes)
	
	2000
	2001
	2002
	2003
	2004
	2005

	PIB manufacturero
	18.001
	18.118
	19.185
	19.806
	21.270
	22.652

	Como porcentaje del PIB total
	14,9
	14,9
	14,9
	17,9
	15,3
	15,3

	Como porcentaje del PIB manufacturero

	Alimentos y bebidas
	31,7
	31,7
	31,2
	30,5
	29,9
	29,1

	  Productos lácteos
	1,9
	2,0
	2,1
	2,2
	2,4
	2,4

	  Elaboración de pescado
	1,3
	1,5
	1,2
	1,6
	1,6
	1,4

	  Harina y aceite de pescado
	4,4
	3,1
	3,1
	2,2
	3,1
	2,8

	  Molinería y panadería
	7,3
	8,1
	7,7
	7,3
	6,6
	6,6

	  Elaboración y refinación de azúcar
	1,2
	1,2
	1,3
	1,5
	1,0
	0,8

	  Otros productos alimenticios
	11,2
	11,3
	11,3
	11,4
	11,0
	10,8

	  Bebidas y tabaco
	4,4
	4,4
	4,5
	4,5
	4,3
	4,3

	Textiles y cuero
	15,5
	15,2
	15,2
	15,8
	16,3
	15,5

	  Textiles
	6,9
	6,6
	7,1
	7,4
	8,0
	7,9

	  Prendas de vestir
	7,1
	7,2
	7,1
	7,6
	7,5
	7,1

	  Cuero
	0,3
	0,3
	0,2
	0,3
	0,3
	0,2

	  Calzado
	1,1
	1,0
	0,7
	0,5
	0,4
	0,3

	Madera y muebles
	3,1
	3,0
	3,4
	3,2
	3,5
	3,3

	Papel
	6,3
	6,1
	6,6
	6,8
	7,2
	7,8

	  Papel
	3,4
	3,3
	3,3
	3,2
	3,6
	3,9

	  Impresión y edición
	2,9
	2,9
	3,3
	3,6
	3,6
	3,9

	Químicos
	16,9
	17,4
	17,2
	17,1
	16,8
	17,5

	  Químicos básicos
	3,4
	3,2
	3,2
	3,3
	3,3
	3,7

	  Farmacéuticos y medicamentos
	1,5
	1,5
	1,6
	1,6
	1,1
	1,2

	  Otros productos químicos
	4,5
	4,7
	4,7
	4,8
	5,0
	5,0

	  Refinación de petróleo
	4,5
	4,6
	4,3
	4,2
	4,2
	4,6

	  Caucho y plástico
	3,0
	3,3
	3,3
	3,2
	3,1
	3,1

	Productos no metálicos
	7,0
	6,9
	7,3
	7,4
	7,7
	8,1

	Metales básicos
	8,4
	8,6
	8,9
	9,4
	9,1
	9,0

	  Siderurgia
	3,0
	3,0
	2,9
	2,9
	3,0
	3,3

	  Transformación de metales no ferrosos
	5,5
	5,6
	6,1
	6,6
	6,2
	5,7

	Productos metálicos
	8,4
	8,4
	7,5
	7,4
	7,2
	7,3

	  Productos metálicos
	4,3
	4,3
	4,2
	4,5
	4,1
	4,3

	  Maquinaria no eléctrica
	1,2
	1,2
	1,0
	0,8
	0,6
	0,6

	  Maquinaria eléctrica
	2,0
	1,9
	1,6
	1,4
	1,6
	1,5

	  Material de transporte
	0,9
	0,9
	0,7
	0,8
	0,8
	0,9

	Manufacturas diversas
	2,8
	2,8
	2,7
	2,4
	2,2
	2,3


Fuente:
INEI, Sistema de cuentas nacionales:  PBI por clase de actividad.  Consultado en:  http://www.inei.gob.pe.

78. Las exportaciones de manufacturas alcanzaron 12.039 millones de dólares EE.UU. en 2005 (70 por ciento del total de las exportaciones) y consisten principalmente de manufacturas semielaboradas.  Las principales industrias exportadoras son la industria de los metales no ferrosos (CIIU 372), que representa aproximadamente el 50 por ciento de las exportaciones manufactureras, los productos alimenticios (CIIU 311), los productos refinados del petróleo (CIIU 353) y los textiles (CIIU 321).

79. Las exportaciones de textiles y confecciones se han beneficiado del acceso preferencial que reciben en el marco de la Ley de Promoción del Comercio Andino y Erradicación de las Drogas (ATPDEA, por sus siglas en inglés).  Desde 2003, cerca de la totalidad de las exportaciones de confecciones del Perú hacia los Estados Unidos han ingresado en el marco del ATPDEA.
  Es posible que el buen desempeño de las exportaciones de confecciones del Perú obedezca no sólo a las preferencias sino también a ciertas medidas que los Estados Unidos han aplicado a otros proveedores.
  Las autoridades peruanas señalaron que el buen desempeño de las exportaciones de confecciones del Perú también refleja mejoras en la productividad del sector, en parte como resultado de un aumento de las inversiones.  Las importaciones de bienes de capital para la industria textil y de confecciones aumentaron alrededor del 50 por ciento entre 2001 y 2006.

80. El sector manufacturero se ha visto sometido a presiones para aumentar su productividad.  Entre 2001 y 2005, el crecimiento medio anual de la productividad del trabajo en el sector fue cercano al 5 por ciento.
  Dado que la remuneración al trabajo creció a un tipo medio anual del 0,3 por ciento durante el mismo período, los costos laborales unitarios han caído significativamente.

81. Desde su creación en 2002, el Ministerio de la Producción es la entidad encargada de formular la política del sector industrial.
  La política industrial del Perú busca incentivar las capacidades empresariales para aumentar la competitividad internacional, promover la creación de infraestructura de apoyo para el desarrollo industrial, fomentar una cultura del conocimiento y la innovación y establecer un entorno favorable para el desarrollo empresarial.

82. La media del arancel NMF aplicado al sector no agrícola (definición de la OMC) era del 7,2 por ciento en abril de 2007 (véase también el capítulo III 2) iv)).

83. El MINCETUR estima que los sectores con los mayores niveles medios de protección arancelaria efectiva a principios de 2007 eran los lácteos (51 por ciento), el calzado (39 por ciento), la molinería (35 por ciento), el azúcar (34 por ciento) y el vestido (32 por ciento).
  Por otro lado, los sectores de la maquinaria no eléctrica y el material de transporte, cuyos tipos de protección arancelaria efectiva son negativos, han quedado en situación desventajosa como resultado de la estructura arancelaria que entró en vigor en enero de 2007.  Otros sectores cuyos tipos de protección arancelaria efectiva son relativamente bajos son el petróleo, los químicos y la siderurgia.

84. El Perú aplica medidas de contingencia a varios productos que compiten con las manufacturas nacionales, tales como el acero, calzado, tejidos de algodón, vajillas, refrescos y aceite de oliva (capítulo III 2) vii)).

85. Las empresas manufactureras pueden recibir beneficios tributarios en el marco de los CETICOS y la ZOFRATACNA (capítulo III 4) iv)).  El principal efecto de estos esquemas ha sido estimular el acondicionamiento y reparación de vehículos.  El Ministerio de Economía y Finanzas estima que los beneficios tributarios de los que goza el sector manufacturero se elevarán a cerca de S/. 140,7 millones en 2007 (equivalente a 44,2 millones de dólares EE.UU.).
  Por otro lado, los programas de financiación oficial a tipos preferenciales parecen ser limitados (capítulo III 3) v) y 4) iv)).

7) Servicios

i) Principales características

86. Bajo el AGCS, el Perú mantiene compromisos horizontales de movimiento de personas físicas e inversión.  En relación a las personas físicas proveedoras de servicios y empleadas por empresas en los sectores comprendidos en la Lista del Perú, se permite su ingreso por un período no mayor de tres años renovables sucesivamente.  Dichas personas no pueden constituir más del 20 por ciento del número total de los servidores empleados y obreros de la empresa, y sus remuneraciones no pueden exceder el 30 por ciento del total de la planilla de sueldos y salarios, con algunas excepciones.  En materia de inversiones, los compromisos horizontales del Perú garantizan a los inversionistas y empresas extranjeros los mismos derechos y obligaciones que los inversionistas y empresas nacionales, sin más excepciones que las establecidas en la Constitución y el Decreto Legislativo Nº 662.
87. La lista de exenciones del trato NMF
 contiene una exención horizontal por la que el movimiento de personas nacionales de un país que tenga convenio de reciprocidad laboral o de doble nacionalidad o que sean personal contratado en virtud de convenios bilaterales o multilaterales celebrados por el Perú, no se sujetará a las limitaciones de contratación de trabajadores extranjeros.  Las exenciones del trato NMF relativas a sectores específicos se refieren al transporte terrestre y marítimo con países del Grupo Andino;  el transporte terrestre con países miembros del Convenio sobre Transporte Internacional Terrestre
;  y servicios de esparcimiento, culturales y deportivos con varios paises de América Latina.
  Además, sobre la base del principio de reciprocidad, el Perú invocó también una exención para todas las actividades relacionadas con los servicios financieros.  Todas las exenciones del principio NMF tienen una duración indefinida.

88. El Perú adoptó compromisos específicos en 7 de los 12 sectores del AGCS;  a saber, servicios prestados a las empresas;  comunicaciones;  servicios financieros;  servicios de turismo y servicios relacionados con los viajes;  servicios de distribución;  y servicios de esparcimiento y deportivos;  y servicios de transportes (cuadro AIV.1).  El Perú participó en las negociaciones sobre las telecomunicaciones y los servicios financieros posteriores a la Ronda Uruguay, y los compromisos respectivos figuran en el Cuarto y en el Quinto Protocolos del AGCS.

89. En el marco de las negociaciones sobre servicios de la Ronda de Doha, el Perú presentó una oferta inicial en 2003 y una oferta revisada en 2005.

90. En la Comunidad Andina, el marco general para la liberalización del comercio de los servicios se estableció en la Decisión N° 439 de 11 de junio de 1998.  En dicha Decisión, el Perú y los demás países miembros se comprometieron a mantener medidas contrarias a los principios de acceso al mercado y trato nacional temporalmente sólo si éstas se listaban en un inventario.  Los inventarios fueron adoptados por medio de la Decisión N° 510 de 30 de octubre de 2001.  El inventario del Perú comprendía 20 restricciones que afectaban principalmente los siguientes servicios:  jurídicos;  de arquitectura;  de ingeniería;  de planificación urbana y de arquitectura paisajista;  otros servicios profesionales;  de turismo y servicios relacionados con los viajes;  de seguridad;  de radio y televisión;  de espectáculos;  relacionados con el transporte marítimo y de vías navegables interiores;  y transporte de combustibles.

91. La Decisión N° 629 de 31 de enero de 2006 suspendió hasta el 30 de junio de 2006 la obligación de eliminar el 1° de enero de 2006 las medidas contenidas en el inventario y estableció un programa de trabajo para la liberalización o armonización de normas.  La Decisión N° 659 de 14 de diciembre de 2006 aprobó los sectores objeto de profundización de la liberalización o de armonización normativa.
  

ii) Telecomunicaciones

a) Características del mercado

92. El sector de las telecomunicaciones del Perú ha cambiado de manera significativa desde la apertura y reforma del sector iniciados en la década de los noventa.  Este proceso ha ido acompañado de un crecimiento sostenido de la inversión extranjera, que pasó de 2.000 millones de dólares EE.UU. en 1995 a 4.975 millones de dólares EE.UU. en 2006.  En 2006 dicha inversión representó cerca de un tercio de la inversión extranjera total en el Perú.

93. El enfoque de liberalización ha sido gradual, no abriendo el sector a la plena competencia de manera inmediata, sino utilizando la presencia dominante de Telefónica del Perú para ajustar gradualmente las tarifas y fomentar la inversión.  La empresa española Telefónica controlaba en 2006 el 97,2 por ciento de las acciones de Telefónica del Perú.  Dicha empresa es titular, en virtud de una concesión administrativa otorgada por el Estado, del derecho de explotar la infraestructura y redes de los servicios públicos de telecomunicaciones.  Esta concesión está sujeta a obligaciones específicas sobre el acceso de terceros a las facilidades esenciales de infraestructura y red de este operador.  En 2004, el contrato de concesión de Telefónica del Perú fue renovado hasta 2024. 
94. A marzo de 2007, existían 66 concesiones vigentes de larga distancia, 35 concesiones de servicios de portador local, 23 concesiones de servicios de telefonía fija, 221 empresas prestadoras de servicios de valor añadido y 142 empresas inscritas en el registro de comercializadores de servicio y/o tráfico.  Los principales competidores en este mercado son Telefónica del Perú (operador dominante), Telefónica Móviles, Telmex del Perú, Americatel, América Móviles, Nextel del Perú, Impsat, Infoductos, Gilat to Home, y Millicom.
95. Según datos de las autoridades, a diciembre de 2006, Telefónica del Perú tenía el 95,6 por ciento del total de líneas de telefonía fija;  el restante estaba conformado por otros siete operadores.  A esta misma fecha, el mercado de telefonía móvil tenía como principales operadores a Telefónica Móviles con el 58 por ciento de las líneas en servicio, América Móviles (38 por ciento) y Nextel del Perú (4 por ciento).  En relación al mercado de servicios de larga distancia nacional e internacional, Telefónica del Perú cuenta con el 66 por ciento del mercado, mientras que otros 20 competidores comparten el 33 por ciento restante.
96. Los mercados de telefonía fija y de larga distancia nacional e internacional muestran un alto grado de concentración.  En 2001 una empresa presentó una denuncia contra Telefónica del Perú en relación a temas que incluían barreras a la interconexión y el acceso a redes.  El OSIPTEL emitió la Resolución Nº 052-2002-CCO/OSIPTEL, que declaró fundada la denuncia sobre prácticas que restringieron la competencia en el mercado de telecomunicaciones (larga distancia y telefonía fija) por medio de barreras a la entrada de tipo legal, tecnológico y de comportamiento estratégico.

97. Desde 2000 la densidad telefónica en el Perú ha mostrado un avance sostenido siendo el país sudamericano que presentó la mayor tasa compuesta de crecimiento anual durante 2000-05 de acuerdo con la información proporcionada por las autoridades.  No obstante, el nivel de acceso a los servicios de telecomunicaciones se mantiene bajo en los departamentos más pobres y los sectores pobres urbanos.

98. Un estudio del Banco Mundial señala que, como resultado de la privatización, la cobertura y la calidad del servicio han mejorado dramáticamente y que las tarifas han tendido a caer, con algunas excepciones relacionadas a nuevos servicios.
  El uso de servicios de larga distancia e internacional ha aumentado en el caso de los consumidores de todos los estratos.  Para los servicios locales, el aumento ha sido modesto entre los sectores más pobres como se ha señalado anteriormente.  Las tarifas de servicios locales, de larga distancia e internacionales han descendido pero los cargos fijos mensuales han aumentado sustancialmente.  El estudio concluye que se ha generado un beneficio neto para los consumidores en todos los estratos sociales si se toman en cuenta los fuertes aumentos ocurridos en el acceso a los servicios de telefonía.
99. Por otro lado, se ha señalado que persisten problemas en el sector tales como las tarifas por segundo limitadas a un solo plan, cargos de interconexión con celulares, la escasa competencia en telefonía fija (debido a la concentración de los competidores de Telefonía en el segmento de clientes corporativos), problemas de interconexión y conflictos de los entrantes con Telefónica del Perú.

b) Marco normativo

100. En el marco de sus compromisos ante la OMC, el Perú se comprometió a liberalizar los servicios de telefonía de voz (nacionales, de larga distancia e internacionales) a más tardar en 1999.  En el Cuarto Protocolo, aprobado el 4 de junio de 1997 en virtud de la Resolución Suprema Nº 129-97-RE, el Perú se comprometió a tomar en cuenta el Documento de Referencia sobre los principios de reglamentación.  

101. Dos instituciones mantienen responsabilidades normativas y administrativas en el sector de las telecomunicaciones.  Por un lado, el Ministerio de Transporte y Comunicaciones (MTC) tiene potestad sobre temas de acceso al mercado;  asignación, control y supervisión de recursos escasos;  la administración del Fondo de Inversión en Telecomunicaciones (FITEL);  el plan nacional de telecomunicaciones;  el plan nacional de atribución de frecuencias;  la adopción de reglamentos;  y la homologación de equipos de inspecciones.  Por otro lado, el Organismo Supervisor de Inversión Privada en Telecomunicaciones (OSIPTEL) es responsable de los siguientes temas:  tarifas de usuarios;  la competencia en el sector;  la interconexión;  la calidad del servicio;  la resolución de diferencias entre operadores y la imposición de sanciones correspondientes;  y la solución de reclamos por los usuarios.

102. El marco normativo básico del sector de telecomunicaciones se encuentra en el Texto Único Ordenado de la Ley de Telecomunicaciones, Decreto Supremo Nº 013-93-TCC y sus modificaciones.
  Esta Ley clasifica los servicios de telecomunicaciones en:  i) Servicios Portadores;  ii) Teleservicios o Servicios Finales;  iii) Servicios de Difusión;  y iv) Servicios de Valor Añadido.  Según dicha Ley, los servicios que requieren de concesión expresa para su ejercicio son:  Servicios Portadores;  Teleservicios o Servicios Finales;  y Servicios de Difusión.  Para prestar servicios finales privados y de radiocomunicación, y servicios privados de difusión y de radiodifusión se requiere obtener una autorización, un permiso y una licencia correspondientes.  Los servicios de valor añadido que requieren de redes propias de telecomunicaciones, distintas a los de los servicios portadores o teleservicios, requieren de la expresa autorización del Ministerio de Transportes y Comunicaciones.

103. En 2004, el Texto Único Ordenado del Reglamento General de la Ley de Telecomunicaciones, Decreto Supremo Nº 027-2004-MTC, incorporó cambios reglamentarios tales como la modificación de las definiciones de abonado, el área de concesión, el área de servicio y la interconexión de redes.  En 2005, el Decreto Supremo Nº 030-2005-MTC continuó desarrollando las reglas para la interconexión de redes, el pago por derecho de concesión, el cumplimiento de obligaciones por parte de los concesionarios, los incentivos para el acceso de los operadores independientes y para el desarrollo de los servicios móviles, y el reconocimiento de la libertad de los usuarios para establecer redes privadas.   
104. La Ley Nº 28295 requiere que las empresas compartan la infraestructura útil para prestar los servicios públicos de telecomunicaciones cuando no se pueda construir y/o instalar la infraestructura.  El Decreto Supremo N° 030-2005-MTC de 31 de diciembre de 2005 estableció que cualquier operador independiente puede solicitar a una concesionaria de telefonía, fija o móvil, una o más líneas telefónicas con la finalidad de instalar para su explotación directa teléfonos públicos o de abonados, y servir de soporte a otros servicios, en áreas en las cuales no se brinde el servicio.

105. Las tarifas de Telefónica del Perú se regulan por las disposiciones de los contratos de concesión suscritos con el Estado Peruano en 1994.  Desde septiembre de 2004, las tarifas del servicio de telefonía fija local y de larga distancia se ajustan trimestralmente por canastas de servicios.  Dicho ajuste se hace de acuerdo a una fórmula de tarifas tope que se establece tomando en cuenta la inflación y un factor de productividad del –10,07 por ciento anual.  El factor de productividad que estará vigente a partir de septiembre de 2007 se encuentra en evaluación desde el 25 de mayo de 2007, tal como lo establece la Resolución del Consejo Directivo Nº 027-2007-CD/OSIPTEL.

106. La Ley de Concesión Única, Ley Nº 28737 de 18 de mayo de 2006, introdujo la figura de la concesión única para la prestación de todos los servicios públicos de telecomunicaciones con la finalidad de reducir las barreras de acceso al mercado creadas por las concesiones múltiples.  Bajo la Ley Nº 28737, las concesiones se otorgan a solicitud de parte o mediante concurso público de ofertas.  Una misma concesión puede comprender la facultad de prestar más de un servicio público de telecomunicaciones, así como la autorización para el uso del espectro radioeléctrico y los permisos y licencias para instalar y operar equipos de radiocomunicación.  En el contrato de concesión se establece el plazo para que el concesionario inicie la prestación del servicio.  La Ley Nº 28737 fue introducida como respuesta a los problemas que creaba el régimen de concesiones múltiples
 incluyendo barreras de acceso al mercado, demoras en la realización de los trámites de concesiones (4 a 5 meses promedio por cada trámite), problemas para la implementación de nuevas tecnologías y despliegue de redes, y los desincentivos a la competencia y al ingreso de nuevos operadores.

107. De igual manera, para impulsar las políticas de promoción de la competencia en el sector, en 2007 se emitió el Decreto Supremo Nº 003-2007-MTC y la Ley Nº 29022 que eliminan barreras para la expansión de infraestructura.
108. La legislación del sector otorga a los inversionistas nacionales y extranjeros el derecho a prestar servicios de telecomunicaciones según las modalidades de:  (i) Servicios Públicos, sin restricción para inversión extranjera;  y (ii) Servicios de Radiodifusión.

109. El Artículo 24 de la Ley de Radio y Televisión, Ley Nº 28278 de 23 de junio de 2004, establece que las personas jurídicas para ser titulares de un servicio de radiodifusión, deben domiciliarse y constituirse en el Perú. La participación de extranjeros en personas jurídicas titulares de un servicio de radiodifusión no puede exceder del 40 por ciento del total de las participaciones, de las acciones del capital social, o del número de asociados. El extranjero no puede ser titular de un servicio de radiodifusión, ni de manera directa ni a través de una empresa unipersonal.
110. El Decreto Supremo Nº 040-2004-MTC establece los requerimientos para el otorgamiento de una concesión.  No se permite la inversión deliberada del sentido del tráfico de larga distancia internacional (call back).

111. El Fondo de Inversión en Telecomunicaciones (FITEL), adscrito al Ministerio de Transportes y Comunicaciones conforme a la Ley Nº 28900, busca promover el acceso universal mediante las inversiones privadas en las regiones en las que la demanda no garantiza la rentabilidad de las mismas.
  El FITEL se financia con una contribución que realizan todas las empresas del sector, equivalente al 1 por ciento del valor de sus ventas.
  Las autoridades informaron que el FITEL contaba a mediados de 2007 con 134 millones de dólares EE.UU. a ser invertidos durante un período de cinco años en diferentes proyectos de los servicios de telefonía pública, telefonía fija y de acceso público a Internet en áreas rurales.  A través de dichos proyectos se espera duplicar la planta de telecomunicaciones para fines de 2009.

iii) Servicios financieros

a) Características del mercado

112. Como se muestra en el cuadro IV.6, a fines de 2006 existían 108 entidades bajo supervisión, que en conjunto poseían activos por S/. 167,1 mil millones (alrededor de 52.295 millones de dólares EE.UU.).  Con cerca del 50 por ciento de los activos, las empresas bancarias seguían constituyendo el principal actor del sistema, mientras que los fondos de pensiones acumulaban cerca del 28 por ciento de los activos del sistema, y cuatro entidades financieras públicas tenían cerca del 11 por ciento.  Hacia fines de 2006, operaban 11 bancos, varios controlados por capital extranjero.  El papel del Estado en el sistema financiero se concentra en actividades de banca de fomento.

Cuadro IV.6

Estructura del sector financiero, diciembre de 2006
	Entidades
	Número de empresas
	Activos
Monto
(S/. millones)
	Porcentaje de activos

	Empresas bancarias 
	11
	82.553
	49,4

	Financieras  
	4
	1.871
	1,1

	Instituciones microfinancieras no bancarias  
	
	
	

	Cajas Municipales (CM) 
	13
	4.595
	2,7

	Cajas Rurales de Ahorro y Crédito  
	12
	841
	0,5

	Entidades de desarrollo de la pequeña
y microempresa 
	13
	981
	0,6

	Entidades estatales 
	
	
	

	Banco de la Nación 
	1
	12.384
	7,4

	Corporación Financiera de Desarrollo (Cofide) 
	1
	3.590
	2,1

	Banco Agropecuario (Agrobanco) 
	1
	292
	0,2

	Fondo MiVivienda
	1
	2.675
	1,6

	Empresas de arrendamiento financiero 
	5
	1.351
	0,8

	Empresas de seguros 
	13
	9.822
	5,9

	Fondos de pensiones 
	4
	46.177
	27,6

	Otras
	29
	n.a.
	n.a.

	Total de entidades supervisadas 
	108
	167.134
	100


n.a.
No aplicable.

Fuente:
La Superintendencia de Banca, Seguros y AFP, Memoria Anual 2006.

113. Durante el período bajo examen la concentración del sector bancario continuó aumentando.  El número de bancos pasó de 15 a fines de 2001 a 11 bancos al cierre de 2006, debido principalmente al cierre y a la fusión de varias entidades financieras y al retiro de sucursales de bancos extranjeros.  Este proceso se aceleró a raíz de los problemas que afectaron al sector en 2003, y que estuvieron relacionados con los niveles importantes de dolarización de la economía y del crédito, y la vulnerabilidad de la economía a factores externos de desequilibrio.  En ese año el Gobierno peruano realizó una intervención precautoria y cierre de bancos comerciales pequeños y la reestructuración y absorción de dos bancos más grandes.  Se adoptaron también medidas para evitar una crisis sistémica a través de cambios (swaps) de bonos públicos contra cartera e inversión pública temporal en acciones de bancos.

114. La participación de los tres bancos con mayor patrimonio (Banco de Crédito, BBVA Continental y Scotiabank) en los créditos totales se incrementó del 63,2 por ciento a fines de 2001 al 74 por ciento al cierre de 2006;  la participación en los depósitos totales aumentó del 71,6 al 77,7 por ciento en el mismo período.  Por otro lado, la dolarización, tanto de créditos como de depósitos ha disminuido en los últimos años.  A diciembre de 2006, la dolarización de créditos y depósitos registró niveles del 65,5 y 62,7 por ciento respectivamente.  En 2006 el crédito en dólares constituía el 11 por ciento del PIB, mientras que el crédito en moneda nacional representaba el 5,7 por ciento del PIB.
115. Los indicadores prudenciales bancarios han mejorado desde 2003.  El índice de morosidad cayó de cerca del 9 por ciento a fines de 2001 al 1,63 por ciento a diciembre de 2006.
  En 2006, la razón de liquidez diaria mantuvo un promedio aproximado del 30 por ciento en moneda nacional y del 50 por ciento en dólares EE.UU. (los porcentajes mínimos exigidos son del 20 por ciento para moneda extranjera y del 8 por ciento en moneda local).  La cartera de créditos continuó aumentando, lo que permitió que los créditos alcanzaran su nivel máximo histórico en 2006.  Según la Superintendencia de Banca, Seguros y AFP (SBS), la reducción de gastos operacionales, junto con la menor morosidad y el crecimiento de créditos más rentables, permitió que las empresas bancarias continuaran mejorando su rentabilidad, la que alcanzó un nivel del 23,9 por ciento al cierre de 2006, el nivel más alto alcanzado desde mediados de 1996.

116. A pesar de los avances logrados en los últimos años, aún subsisten algunos riesgos relacionados con factores tales como el nivel elevado de dolarización del sistema y de la economía, la vulnerabilidad a factores externos de desequilibrio, el grado de concentración del sector, las altas tasas de interés reales y la fragmentación importante del mercado de crédito para atender a diferentes tipos de clientes.  Al respecto las autoridades observaron que el nivel de la dolarización ha comenzado a disminuir y que la SBS ha emitido la norma de riesgo cambiario crediticio (RCC) que obliga a los bancos a identificar dicho riesgo.  Según datos de las autoridades, a mediados de 2007 el monto expuesto a RCC es menor al 20 por ciento de la cartera.  Las autoridades también indicaron que las tasas de interés han comenzado una tendencia decreciente, principalmente en relación a las tasas aplicadas a préstamos para microempresas y para el consumo.  En dicho contexto, se ha incorporado al sistema financiero un número importante de nuevos deudores, como consecuencia, entre otros, de la competencia generada por la entrada de instituciones microfinancieras al mercado de Lima.
117. El FMI ha señalado
 que existe un elevado costo e inadecuado financiamiento bancario para la mayoría de las empresas peruanas.  Desde la liberalización de inicios de los noventa, las tasas de interés promedio tanto en soles como en dólares EE.UU. han disminuido notablemente, pero siguen siendo elevadas en términos reales.  A mediados de 2007, la tasa nominal para crédito comercial en soles se situaba en alrededor del 9,45 por ciento y para créditos en dólares EE.UU. en 9,07 por ciento
, ambos muy por encima del nivel de inflación prevaleciente (cerca del 1,3 por ciento en los primeros cinco meses de 2007). 

118. En 2006 el sistema asegurador continuó creciendo. Al final de 2006, 13 empresas de seguros se encontraban en funcionamiento, 3 de ellas operando en ramos generales y de vida, 4 en ramos generales, y 6 en ramos de vida.  A fines de 2006 el valor neto de primas de seguros alcanzó S/. 3.544 millones (cerca de 1.000 millones de dólares EE.UU., equivalente al 1,2 por ciento del PIB), mostrando un incremento nominal del 10,3 por ciento con respecto al año anterior.  En 2006, las empresas de seguros mantenían activos por S/. 9,8 mil millones (cerca de 3.000 millones de dólares EE.UU., equivalente al 3,2 por ciento del PIB).  Las condiciones de estabilidad económica de los últimos años parecen estar favoreciendo el crecimiento del sector seguros.  En 2007 se espera la entrada de nuevas empresas a este sector. 

b) Marco institucional y legal

119. La Superintendencia de Banca, Seguros y AFP es el organismo encargado de la regulación y supervisión de las empresas del sistema financiero, sistema de seguros y del sistema privado de pensiones.  Sus objetivos, funciones y atribuciones están establecidos en la Ley General del Sistema Financiero y del Sistema de Seguros y Orgánica de la Superintendencia de Banca y Seguros, Ley N° 26702.
120. La SBS clasifica las instituciones que conforman el sistema financiero peruano de la siguiente manera:  i) empresas bancarias privadas;  ii) financieras;  iii) instituciones microfinancieras no bancarias;  iv) entidades estatales (Banco de la Nación, Corporación Financiera de Desarrollo, Banco Agrícola);  v)  empresas de arrendamiento financiero;  vi) compañías de seguros;  vii)  fondos de pensiones (AFP).

121. La Ley N° 26702 contiene las principales disposiciones legales del sistema financiero.  Varias nuevas leyes complementarias han sido adoptadas desde 2000.
  La Ley N° 26702 regula las empresas que operen en el sistema financiero, de seguros, y aquéllas que realizan actividades vinculadas o complementarias al objeto social de dichas personas y empresas.  
122. Los accionistas mayoritarios de una empresa del sistema financiero no pueden ser titulares, directa o indirectamente, de más del 5 por ciento de las acciones de otra empresa de la misma naturaleza.  La transferencia de acciones de una empresa por encima del 10 por ciento de su capital a favor de una sola persona requiere autorización de la SBS.

123. Según el artículo 224 de la Ley N° 26702, para que las empresas del sistema financiero, tanto nacionales como extranjeras, realicen ciertas actividades listadas en dicha norma deben constituir subsidiarias, ninguna de una misma subsidiaria puede desarrollar más de una de dichas actividades.

124. Según la Ley N° 26702, para la constitución de subsidiarias por parte de las empresas del sistema financiero, el conjunto de las inversiones en subsidiarias no puede ser mayor al 40 por ciento del patrimonio de la empresa, salvo el caso de las subsidiarias de las empresas de seguros generales dedicadas a seguro de vida.  

125. La Ley N° 26702 establece que el Estado no puede participar en el sistema financiero nacional, salvo las inversiones que posee en COFIDE como banco de desarrollo de segundo piso, en el Banco de la Nación, en el Banco Agropecuario y en el Fondo MIVIVIENDA S.A.

126. La Ley N° 26702 establece que la inversión extranjera en las empresas del sistema financiero y de seguros tiene igual tratamiento que el capital nacional.  No hay límites de participación para extranjeros en el mercado del sistema financiero y de seguros.  Sin embargo, la SBS toma en cuenta el principio de reciprocidad, cuando se vea afectado el interés público, según lo dispuesto en la Constitución Política
 y el Artículo 5 de la Ley N° 26702.  Las autoridades hicieron notar que el principio de reciprocidad no se ha aplicado a ningún caso concreto. 
127. Las disposiciones de carácter general que dicten el BCRP o la SBS no pueden discriminar entre empresas establecidas en el país respecto de sus similares en el exterior, y personas naturales o jurídicas extranjeras residentes en el Perú frente a las nacionales, en lo referente a la recepción de créditos.
 
c) Servicios bancarios

128. El Perú participó en las negociaciones sobre servicios financieros de la OMC y adoptó el Quinto Protocolo anexo al AGCS.  La lista del Perú establece que para los servicios bancarios, en la aceptación de depósitos y otros fondos reembolsables al público, no se establece ninguna limitación de acceso a mercado, excepto que las empresas del sistema financiero no podrán captar depósitos por cuenta de instituciones financieras no autorizadas a operar en el territorio nacional.

129. Los servicios bancarios están regulados por la Ley Nº 26702 de 9 de diciembre de 1996.
  Según dicha Ley, para constituir y operar un banco en el Perú, incluyendo la subsidiaria de un banco extranjero, es necesario presentar una solicitud ante la SBS.  Una vez recibida la documentación completa, la SBS la pone en conocimiento del BCRP.  El BCRP debe emitir su opinión dentro de los 30 días de recibido el oficio de solicitud de opinión.  Por su parte la SBS emite la resolución que autoriza o que deniega la solicitud dentro de los 90 días de haber recibido la opinión del BCRP.

130. La Ley N° 26702 (artículo 291) limita el trato nacional en el sentido que en el caso de que un banco extranjero cierre y la sucursal peruana cuente con activos de valor, éstos se deben destinar primero a indemnizar a los acreedores peruanos y a los extranjeros con domicilio en el Perú.  Esta limitación de trato nacional no existe para las subsidiarias, en cuyo caso el tratamiento es el mismo siguiendo el orden de prelación de pago establecido en la Ley N° 26702.
131. No existen limitaciones legales a la participación del capital privado, incluyendo el extranjero, en bancos comerciales.  Para prestar servicios de banca comercial, las empresas bancarias extranjeras pueden establecer sucursales o subsidiarias.  En el caso de sucursales, se debe localizar capital en el Perú para operar en base a dicho capital.  Para el trimestre abril–junio de 2007, el capital mínimo para constituir un banco en el Perú era de S/. 20.629.645 (alrededor de 6,5 millones de dólares EE.UU.).
 
132. Para suministrar servicios financieros en los Mercados de Valores o Productos, o servicios financieros relacionados con la administración de activos, incluyendo por administradores de fondos de pensiones, las empresas bancarias extranjeras establecidas en el Perú no pueden establecerse como sucursales.

133. El artículo 291 de la Ley N° 26702 establece que las disposiciones de la ley son aplicables a las sucursales de los bancos del exterior, dichas sucursales gozan de los mismos derechos y están sujetas a las mismas obligaciones que las empresas nacionales de igual naturaleza.  No existen limitaciones legales al número de bancos que pueden operar en el Perú, ni al número de agencias que un banco establecido en el Perú puede abrir.  Los servicios que pueden ofrecer los bancos no varían en función del origen de su capital.

134. Los residentes en el Perú pueden hacer depósitos en bancos del exterior sin necesidad de autorización oficial ni de registro.  Tanto las compañías como los individuos pueden mantener y operar cuentas en bancos en el exterior.  No existen límites al monto de las transacciones con entidades del exterior.

135. Los bancos pueden establecer libremente las tasas de interés, comisiones y gastos para sus operaciones.  Sin embargo, para el caso de la fijación de las tasas de interés deben observar los límites que señale el BCRP, excepcionalmente, con arreglo a lo previsto en su Ley Orgánica.

136. La Ley N° 26702 requiere que se establezca un fondo de seguro de depósitos.  El monto máximo de cobertura para el trimestre junio-agosto 2007 era de S/. 76.467 (cerca de 24.122 dólares EE.UU.) por persona en cada empresa, comprendidos los intereses. 
137. La SBS es responsable de supervisar y regular en materia de lavado de activos y financiamiento del terrorismo a las personas naturales y jurídicas bajo su competencia.  La SBS ha emitido sus Normas Complementarias para la Prevención del Lavado de Activos y Financiamiento del Terrorismo, aprobadas por Resolución SBS N° 479-2007 de abril de 2007.

138. El Perú mantiene un impuesto sobre las transacciones financieras, con una tasa del 0,08 por ciento.  En el Decreto Legislativo N° 975 se establece el cronograma para la reducción gradual de la tasa de dicho impuesto, la cual alcanzará el 0,05 por ciento en 2010.  Las autoridades indicaron que el objetivo del impuesto a las transacciones financieras es de servir como una fuente de información contra la evasión tributaria.
139. Los bancos no pueden realizar actividades de seguros.

d) Servicios de seguros

140. Como se ha indicado, el Perú participó en las negociaciones sobre servicios financieros y adoptó el Quinto Protocolo anexo al AGCS, ampliando como resultado el alcance de los servicios de seguros.  

141. Salvo los servicios de seguridad social, que permanecen en manos del Estado, todas las actividades de seguros están abiertas a la inversión extranjera.  No hay límites de participación de capital privado nacional o extranjero en compañías de seguros.  Los residentes en el Perú pueden contratar seguros y reaseguros en el exterior.
  

142. Para prestar servicios de seguros, las empresas extranjeras pueden establecer sucursales o subsidiarias.  Según la Ley N° 26702, la apertura por una empresa del sistema de seguros de sucursales o agencias requiere la autorización previa de la SBS.  

143. No existen limitaciones legales al número de compañías de seguros que pueden operar.  Tampoco se limita el número de agencias que se pueden abrir, aunque es necesario informar a la SBS al abrir o cerrar una agencia.  No se establecen diferencias entre las clases de servicios que pueden ofrecer las compañías de seguros de capital nacional o extranjero.  Las empresas del sistema de seguros determinan libremente las condiciones de las pólizas, sus tarifas y otras comisiones.  

144. Para las empresas de seguros, se requiere que el capital social, aportado en efectivo, alcance las siguientes cantidades mínimas:  empresa que opera en un solo ramo (de riesgos generales o de vida) S/. 3.751.348 (cerca de 1,2 millones de dólares EE.UU.);  empresa que opera en ambos ramos (de riesgos generales y de vida) S/. 5.156.720 (cerca de 1,6 millones de dólares EE.UU.);  empresa de Seguros y de Reaseguros S/. 13.128.333 (cerca de 4,1 millones de dólares EE.UU.);  empresa de Reaseguros:  S/. 7.971.614 (cerca de 2,5 millones de dólares EE.UU.).
  Los requisitos relativos a los márgenes de solvencia y las reservas técnicas establecidos en la legislación se aplican de igual manera a compañías de capital nacional y extranjero.

145. La SBS lleva un registro de empresas extranjeras de reaseguros;  para la inscripción en este registro, la empresa interesada debe presentar una solicitud.  A mediados de 2007, 15 empresas estaban registradas.
iv) Transporte aéreo

a) Características del mercado
146. El número de pasajeros internacionales aumentó considerablemente entre 2000 y 2006, pasando de 1.922.205 a 3.166.798 personas.  El volumen de carga internacional aumentó de 46.972 toneladas en 2000 a 75.442 toneladas en 2006.  Alrededor del 72 por ciento del total de carga aérea internacional correspondió a exportaciones y el 28 por ciento a importaciones en 2006.  En relación al movimiento de transporte aéreo doméstico, entre 2000-06 el número de pasajeros transportados disminuyó de 2.263.860 a 1.969.396 mientras que el volumen de carga aumentó sólo en forma marginal de 11.345 a 11.357 toneladas.

147. La gran mayoría de prestación del servicio aéreo está a cargo de empresas privadas.  Desde que Aeroperú dejó de operar en 1999, no se ha reconocido a ninguna compañía aérea la condición de ser la compañía nacional de transporte aéreo. No existe ninguna empresa comercial aérea del Estado.
148. En 2003 la infraestructura aeroportuaria y de aeródromos a nivel nacional estaba constituida por 147 instalaciones que incluyen 60 aeropuertos con tráfico de pasajeros y carga y 8 aeropuertos internacionales.  A 2003 la Corporación Peruana de Aviación Comercial (CORPAC S.A.) estaba encargada de la gestión de 54 aeropuertos y/o aeródromos.  El Aeropuerto Internacional Jorge Chávez de Lima-Callao, es la base principal de operaciones de las compañías aéreas.  Dicho aeropuerto registró en 2006 cerca del 46 por ciento del movimiento nacional de pasajeros, casi la totalidad de los pasajeros internacionales, y más del 75 por ciento del movimiento de carga.  

149. El aeropuerto Jorge Chávez fue otorgado en concesión al sector privado en febrero de 2001. Adicionalmente, a diciembre de 2006 se habían otorgado en concesión las actividades de operación, mantenimiento y construcción de nueve aeropuertos ubicados al norte del Perú.  Las autoridades indicaron que los servicios de aeronavegación seguirán a cargo del Estado.
150. Durante el período 2000-06, diferentes condiciones desfavorables contribuyeron al deterioro de la situación del sector de servicios aéreos y a la desaparición de varias compañías aéreas.  Debido a las crisis periódicas que ha vivido la industria de servicios aéreos en el Perú, existe poca promoción de la aviación civil y un limitado parque aéreo.
  
b) Marco institucional y jurídico

151. La Política Nacional del Sector Transporte (Resolución Ministerial 817- 2006MTC/09 de 7 de noviembre de 2006) establece como nuevo enfoque sectorial la participación del sector privado en la provisión de servicios.  En infraestructura de transporte, se fomenta igualmente la participación del sector privado en la provisión de infraestructura (construcción, mantenimiento y operación) de instalaciones de uso público.

152. El Ministerio de Transportes y Comunicaciones (MTC) tiene como responsabilidad integrar interna y externamente al país a través de la regulación, promoción, ejecución y supervisión de la infraestructura de transportes y comunicaciones.
  El MTC está constituida por dos viceministerios, el de Transportes y el de Comunicaciones.  

153. El Organismo Supervisor de la Inversión en Infraestructura (OSITRAN), adscrito a la Presidencia del Consejo de Ministros, supervisa la inversión en infraestructura de transporte de uso público.  El OSITRAN tiene también la responsabilidad de reglamentar la infraestructura aeroportuaria y los servicios de navegación aérea;  supervisar los contratos de concesión y las infraestructuras no concesionadas a cargo de la CORPAC; así como fijar las tarifas por el uso de dicha infraestructura.
154. La Dirección General de Aeronáutica Civil (DGAC), dependencia del MTC, es la autoridad responsable en materia de aeronáutica civil.  A principios de 2007, de acuerdo al RM Nº 818-2006-MTC/02 de 10 de noviembre de 2006, la DGAC se encontraba en proceso de reorganización administrativa y de gestión.

155. La Ley N° 27261 establece que para ser propietario de una aeronave peruana se requiere, si se trata de una persona jurídica, estar constituida conforme a las leyes peruanas y tener su domicilio legal en el Perú.  Las empresas extranjeras no constituidas en el país, que tengan domicilio dentro del Perú, solamente pueden inscribir y matricular aeronaves cuando se destinen a actividades de aviación general sin fines de lucro.  Las personas jurídicas extranjeras autorizadas a prestar servicios de transporte aéreo internacional, en forma directa o indirecta, deben designar un domicilio y un representante legal en el Perú.  
156. Conforme a lo establecido en el artículo 79 de la Ley N° 27261, la Aviación Comercial Nacional está reservada a personas naturales y jurídicas peruanas.  Dicho artículo establece que para ser considerada como persona jurídica peruana, dentro de la constitución de una sociedad, por lo menos un 51 por ciento del capital social de la empresa deber ser de propiedad peruana y estar bajo el control real y efectivo de accionistas o socios de nacionalidad peruana con domicilio permanente en el Perú.  Esta limitación, conforme al artículo 160 del Reglamento de la Ley, aprobado mediante el Decreto Supremo Nº 050-2001-MTC, debe mantenerse por lo menos seis meses contados a partir de la vigencia del permiso de operación, vencidos los cuales el porcentaje de capital social de propiedad de extranjeros puede ser hasta del 70 por ciento.
157. La fijación de las tarifas y fletes en las actividades de Aviación Comercial y en especial en el transporte aéreo nacional e internacional de pasajeros, carga y correo es efectuada libremente por los explotadores.  Excepcionalmente y por razones de interés nacional o de necesidad pública del Estado, las autoridades pueden fijar tarifas mínimas y máximas para el transporte aéreo nacional o internacional.

158. De acuerdo con la Ley N° 27261, para realizar actividades de Aviación Civil se debe obtener un Permiso de Operación o un Permiso de Vuelo y contar con la Conformidad de Operación y las Especificaciones Técnicas de Operación que correspondan.  El Permiso de Operación lo otorga la DGAC hasta por un plazo de cuatro años, el cual puede ser prorrogado.  El Estado peruano utiliza los convenios bilaterales suscritos para otorgar rutas, frecuencias o derechos aerocomerciales a un transportador extranjero.  En ausencia de convenios bilaterales, dichos otorgamientos se condicionan a la equitativa reciprocidad o a una compensación económica equivalente para el Perú.

159. Las empresas peruanas que soliciten un permiso de operación internacional de transporte aéreo regular de pasajeros, carga y correo deben estar explotando servicios de transporte aéreo nacional. Esta disposición busca que los operadores nacionales de rutas internacionales brinden también un servicio a nivel nacional que promueva la conectividad de las ciudades al interior del país, teniendo en consideración que la aviación comercial nacional está reservada a empresas peruanas.  

160. Según la Ley N° 27261, los aeródromos públicos están destinados al uso público;  los demás aeródromos se clasifican como privados.  La Ley Nº 28525 de 12 de mayo de 2005 declara el servicio de transporte aéreo como un servicio público, de interés y necesidad nacional.  Las áreas que conforman los aeropuertos de uso público están definidas como inalienables.  Sin embargo, la construcción, explotación, operación, equipamiento y conservación de los aeródromos públicos pueden ser efectuados, a través de concesiones, por personas naturales o jurídicas públicas o privadas.  Los particulares, nacionales o extranjeros, también pueden reparar, construir y dar servicios de mantenimiento técnico, o proveer servicios auxiliares o de mantenimiento de aeronaves.  Sin embargo, la Ley N° 27261 otorga a la DGAC competencias para establecer, administrar, operar y conservar los servicios de ayuda a la navegación, radiocomunicaciones aeronáuticas y control de tránsito aéreo, pudiendo delegar estas actividades a otra entidad del Estado.
161. El  Perú ha suscrito varios convenios internacionales, entre los cuales se encuentran Acuerdos Multilaterales
 y 28 Acuerdos Bilaterales sobre Transporte Aéreo.

162. La Decisión N° 582 de la CAN abre la posibilidad de conceder mutuamente el derecho de tráfico de quinta libertad dentro de la Comunidad Andina en vuelos regulares de pasajeros; operar vuelos no regulares de pasajeros cuando no existan servicios aéreos regulares; y derechos de tráfico de quinta libertad para los vuelos no regulares de carga entre países miembros y terceros países.
v) Transporte marítimo

a) Estructura del mercado

163. El volumen de carga transportado por vía marítima, alcanzó 40,4 millones de toneladas en  2006.  Los metales no ferrosos y mineral de hierro son los principales productos exportados por volumen como carga marítima.  El porcentaje de comercio externo (volumen) del Perú que se transporta como carga marítima es del 96,3 por ciento.
164. En 2007 habían 60 empresas extranjeras operadoras de naves involucradas en el comercio exterior peruano.  Para el transporte de cabotaje marítimo están registradas 40 empresas navieras, 8 empresas navieras nacionales tienen permiso de operación para realizar transporte nacional e internacional y 11 navieras nacionales tienen permiso de operación para realizar sólo transporte internacional.
165. El Perú tiene un total de 24 puertos, de los cuáles 19 son marítimos, 4 fluviales y 1 lacustre.  Los puertos peruanos están bajo la administración de la Empresa Nacional de Puertos S.A. (ENAPU)
, entidad descentralizada del MCT.  El puerto del Callao es el más importante del país.  El Puerto de Matarani fue el primer puerto comercial de uso público otorgado en concesión.

166. La mayor parte de la infraestructura portuaria fue construida durante los años sesenta y ochenta.  Se han realizado readecuaciones pero sin grandes inversiones de modernización, situación que limita seriamente la competitividad portuaria peruana.
  El Puerto del Callao, para el tráfico de contenedores concentra el 90 por ciento del total nacional.  Su infraestructura y equipamiento requieren importantes inversiones para modernizarlo.  Se estima que el déficit de infraestructura en el Puerto del Callao para el tráfico de contenedores es del orden del 25 por ciento, y que sus instalaciones son insuficientes tanto en capacidad como en tecnología.
  Adicionalmente, los problemas relacionados a la gestión de las facilidades de transporte, y a los altos costos de mover contenedores repercuten directamente sobre las operaciones de carga y los costos de transporte marítimo.  

167. Las autoridades señalaron que durante los últimos años se han desplegado esfuerzos para promover la inversión en el sector del transporte marítimo y revertir la brecha de infraestructura existente.  En 2006 se entregó en concesión la Nueva Terminal de Contenedores del Callao, con una inversión proyectada superior a los 600 millones de dólares EE.UU. y que entrará en operaciones en 2009.
168. Los costos del transporte marítimo en el Perú son elevados.
  El costo de los fletes representó cerca del 17 por ciento del valor de las importaciones del Perú en 2003, comparado con una media de cerca del 10 por ciento para Latinoamérica y el Caribe.  Los costos de los fletes en el Perú sin embargo no divergen significativamente de la media de los países de la costa oeste de América del Sur (Chile, Colombia, Ecuador).

b) Marco jurídico

169. La Lista del Perú anexa al AGCS
 incluye compromisos parciales con respecto a servicios de transporte de pasajeros por vía marítima, y por vías navegables interiores en transporte de pasajeros exclusivamente para servicio de turismo interno.  La Lista establece que las empresas de transporte turístico pueden prestar servicios en las siguientes modalidades:  traslado, visita local, excursión, gira, circuitos y alquiler de vehículos sin conductor.  En la Lista se establece también que todas las empresas que exploten servicios de transporte turístico deben solicitar la autorización de su constitución empresarial, así como solicitar un permiso de operación.  El Perú no respondió al cuestionario sobre servicios de transporte marítimo de la OMC.

170. Las condiciones de cabotaje (a nivel nacional) están establecidas por la Ley N° 28583 de 23 de junio de 2005.  El transporte acuático comercial en tráfico nacional queda reservado exclusivamente a naves mercantes de bandera peruana de propiedad del naviero nacional o empresa naviera nacional o bajo las modalidades de Arrendamiento Financiero o Arrendamiento a Casco Desnudo, con opción de compra obligatorias.  La misma Ley requiere que, entre otras cosas, un naviero nacional o empresa naviera nacional sea de una persona natural de nacionalidad peruana o persona jurídica constituida en el Perú, con domicilio principal, sede real y efectiva en el país.  Las personas jurídicas deben tener por lo menos el 51 por ciento del capital social, suscrito y pagado, en manos de ciudadanos peruanos.  Además, el Presidente del Directorio, la mayoría de Directores y el Gerente General, deben ser de nacionalidad peruana y residir en el Perú.

171. Para el transporte acuático entre puertos peruanos, en los casos de inexistencia de naves nacionales se permite el fletamento de naves de bandera extranjera operadas por navieros nacionales o empresas navieras nacionales por un período que no supere seis meses.  Para el transporte de hidrocarburos, por razones de seguridad y defensa nacional, un mínimo del 25 por ciento de los volúmenes transportados están reservados a la Marina de Guerra del Perú en tráfico nacional.  

172. La Ley N° 28583 (artículo 9) establece que todos los buques de bandera nacional deben inscribirse en el Registro de Buques de la Superintendencia Nacional de Registros Públicos.  Para que proceda la inscripción debe acreditarse, entre otros que el naviero nacional o empresa naviera nacional haya obtenido permiso de la Dirección General de Transporte Acuático, y que si la nave hubiese estado inscrita en un registro extranjero esa inscripción se encuentre cancelada o suspendida.

173. Efectuada la inscripción en el Registro de Buques, que confiere la propiedad o titularidad, la autoridad registradora informa a la Dirección General de Capitanías y Guardacostas, para que otorgue su Certificado de Matrícula que lo autorice a enarbolar la bandera nacional y a navegar libremente dentro y fuera de las aguas jurisdiccionales. Las naves de bandera nacional deben contar con capitán peruano, excepto en casos excepcionales, y al menos con el 80 por ciento de tripulación peruana.  La mayoría de la flota naviera operada por empresas establecidas en el país tienen bandera extranjera.
174. La Ley N° 28583 también establece la libertad total de rutas y, en consecuencia, elimina todas las restricciones que limiten el libre acceso a los tráficos, servicios y rutas a los navieros nacionales y empresas navieras nacionales.  La carga transportada por vía acuática que genere el comercio exterior del país sólo puede ser restringido en casos de emergencia nacional y/o estado de sitio; por la aplicación del principio de reciprocidad; cuando las naves no cumplan con las disposiciones de seguridad y protección del medio ambiente;  o cuando las naves no cuenten con coberturas de protección e indemnización y/o responsabilidad civil.  El principio de reciprocidad requiere que la participación de empresas extranjeras en el Perú sea equivalente a la participación a que tienen derecho las empresas peruanas en los países extranjeros.  Las autoridades indicaron que el Perú no ha impuesto medidas restrictivas invocando el principio de reciprocidad.
175. Para el caso del transporte acuático en tráfico internacional, la Ley N° 28583 permite el fletamento de naves de bandera extranjera por navieros nacionales o empresas navieras nacionales sin autorización previa.

176. Los países de la Comunidad Andina reciben trato preferencial en servicios de cabotaje dentro de la región de la Comunidad Andina, como lo estipula la Decisión N° 288 de 21-22 de marzo de 1991, de la Comisión del Acuerdo de Cartagena.
  Esta Decisión permitió eliminar la reserva de carga a nivel andino, lo que posibilitó una significativa reducción de fletes y una mayor oferta de bodega para el comercio de productos.
  Con la Decisión N° 288 se estableció la libertad de acceso para la carga originada y destinada, dentro de la región andina, a ser transportada por buques de propiedad, fletados u operados por compañías navieras de los Países Miembros y de terceros países.  Se eliminaron de tal manera:  (i) las restricciones existentes para el fletamento de buques por parte de armadores de los Países Miembros;  (ii) las asignaciones de rutas dentro de la subregión;  y (iii) los sistemas de fijación o autorización de fletes por las autoridades respectivas, en los tráficos intrasubregionales, que fueron reemplazados por los registros de tarifas. 
177. La Decisión N° 390 de 2 de julio de 1996 de la Comisión del Acuerdo de Cartagena autoriza a que el Perú y los demás países miembros de la Comunidad Andina actúen de manera conjunta frente a terceros países que discriminen a empresas de transporte marítimo de uno o más países miembros.  En la práctica, ningún país ha solicitado que se impongan medidas restrictivas.

178. La Ley de reactivación y promoción de la Marina Mercante Nacional, Ley N° 28583 de 23 de junio de 2005, establece como uno de sus objetivos incentivar el desarrollo de la Marina Mercante Nacional para competir en iguales o mejores condiciones que las empresas establecidas en países de baja o nula imposición tributaria.  Las autoridades subrayaron que, a mediados de 2007, la Ley N° 28583 no se había reglamentado por dificultades de aplicación de los beneficios tributarios, y que existían propuestas para modificar dicha Ley.
179. La Ley Nº 27943 de 1° de marzo de 2003 (Ley del Sistema Portuario Nacional) introdujo una serie de modificaciones importantes al marco institucional del sistema portuario.  La Ley creó la Autoridad Portuaria Nacional (APN) que tiene bajo su responsabilidad el desarrollo del Sistema Portuario Nacional (SPN), el fomento de la inversión privada en los puertos y la coordinación de los distintos actores públicos o privados.  El nuevo esquema separó las actividades que desarrolla la APN de las actividades comerciales propias de los operadores portuarios.  Las autoridades mencionaron que la competencia gubernamental en materia portuaria recae solamente en la APN. 
180. El Decreto Supremo Nº 003-2004-MTC de 4 de febrero de 2004 establece el Reglamento de la Ley del Sistema Portuario Nacional.  Se permite que las empresas usuarias intermedias presten los servicios de practicaje y remolque, siempre que cumplan con los requisitos establecidos por la ENAPU.

181. La regulación de las tarifas de los servicios prestados en los puertos se encuentra a cargo del OSITRAN.  Las tarifas aprobadas por el OSITRAN se encuentran consignadas en el Tarifario de la ENAPU de acuerdo a la Resolución del Consejo Directivo N° 001-99 CD/OSITRAN.
182. Según el documento "Tarifario" de enero de 2006 del ENAPU
, la carga de cabotaje cuenta con tarifas preferenciales que pueden ser sujetas a negociación, siempre que ello conlleve a un incremento de los volúmenes de carga entre puertos nacionales.  Las autoridades informaron que en la práctica no se aplican tarifas especiales para el cabotaje debido a que no hay servicios exclusivos de cabotaje.  Igualmente las autoridades señalaron que las tarifas de cabotaje no se encuentran sujetas a regulación dado que se considera que existe cierto grado de competencia entre dicho servicio y el transporte terrestre.
183. Las autoridades indicaron que los puertos peruanos cumplen con los estándares del Código ISPS.
  La responsabilidad sobre dicho código de seguridad está a cargo de la Autoridad Portuaria Nacional y la responsabilidad de velar por su aplicación para los buques está a cargo de la Dirección General de Capitanías y Guardacostas de la Marina de Guerra del Perú.  Las autoridades también señalaron que aunque el Perú no forma parte del CSI
, se estaban tomando medidas preliminares para su aplicación.
vi) Servicios profesionales

a) Características generales
184. En el marco del AGCS, el Perú cuenta con compromisos parciales en el sector de servicios profesionales, en áreas tales como los servicios de contabilidad, auditoría y teneduría de libros, arquitectura e ingeniería.  
185. No existe en el Perú un estatuto general sobre el ejercicio de profesiones.  Para el caso de las profesiones reguladas, los profesionales deben estar inscritos en los respectivos colegios profesionales en ejercicio de facultades delegadas por el Gobierno.  En 2007 existían colegios para cada una de las 22 profesiones reguladas.
  Cada colegio profesional cuenta con una ley de creación, con estatutos y reglamentos que regulan los requisitos de inscripción.  El Perú no notificó dicho requisito bajo el AGCS (medidas de reconocimiento).
186. Para el ejercicio profesional en el Perú, los profesionales con títulos obtenidos en universidades extranjeras deben presentar su título para efectuar la convalidación.  Adicionalmente, los profesionales extranjeros que ingresen en una relación de subordinación para trabajar en una empresa u otra institución en el Perú, deben obtener una visa de trabajo.  

187. La convalidación de los títulos universitarios extranjeros está a cargo de la Oficina de Reconocimiento, Certificación y Legalización de Grados y Títulos, adjunta a la Asamblea Nacional de Rectores (ANR)
, la cual establece un listado de las universidades peruanas donde se puede convalidar el título.

188. No existe un tiempo máximo o mínimo para realizar la convalidación de títulos.  Dicha convalidación se lleva a cabo en universidades autorizadas que evalúan, en cada caso, los estudios cursados por el profesional.  

189. Para los casos en que el Perú cuente con convenios de reconocimiento de títulos con otros países, los títulos son reconocidos de acuerdo a lo establecido en dichos Acuerdos.  La ANR evalúa la razonable equivalencia entre las currículos educativos y en caso de similitud, se reconoce el título automáticamente.  A fines de 2006, el Perú mantenía convenios bilaterales con 25 países.

190. Una vez que el procedimiento de convalidación ha sido cumplido, el profesional debe iniciar los trámites de inscripción en el colegio profesional respectivo.  Los colegios profesionales están organizados a nivel regional y/o nacional, estos últimos agrupan a todos los colegios regionales.  Los colegios profesionales mantienen funciones de inspección, control y vigilancia incluyendo poderes disciplinarios.  Independientemente de la región donde se realice la inscripción, el ámbito geográfico para el ejercicio de todas las profesiones es todo el territorio de la República del Perú.  Las autoridades indicaron que para las profesiones de arquitectura e ingeniería existen tarifas de inscripción profesional que varían entre los títulos obtenidos en el extranjero y aquellos obtenidos en el Perú.
191. La Dirección General de Migraciones y Naturalización es la entidad responsable de expedir las visas temporales de trabajo.
  Para solicitar una visa temporal de trabajo es necesario haber sido contratado por una empresa domiciliada en el Perú, o formar parte de una empresa contratada para prestar servicios a una empresa domiciliada en el Perú.  En el caso de profesionales independientes, para obtener una visa de trabajo se debe presentar una copia de la convalidación del título profesional y la inscripción en el colegio profesional del caso.
192. De acuerdo a la Ley de Contratación de Trabajadores Extranjeros (Decreto Legislativo Nº 689 de 5 de noviembre de 1991), los empleadores deben dar preferencia a la contratación de trabajadores nacionales.  Las empresas nacionales o extranjeras pueden contratar personal extranjero en una proporción de hasta el 20 por ciento del número total de sus servidores, empleados y obreros.  Sus remuneraciones no pueden exceder el 30 por ciento del total de la planilla de sueldos y salarios.
  Los empleadores pueden solicitar exoneración de dichos límites en los siguientes casos:  personal profesional o técnico especializado; personal de dirección y/o gerencia de una nueva actividad empresarial o de reconversión; contratos especializados para la enseñanza; contratos con el Estado;  y cualquier otro caso que se establezca por Decreto Supremo.
193. No existen restricciones a la inversión extranjera en empresas proveedoras de servicios de contabilidad, arquitectura, ingeniería o abogacía.

b) Servicios de contaduría

194. El Perú ha participado en el Grupo de Trabajo de la OMC sobre los Servicios Profesionales en el sector de contabilidad y presentó respuestas al cuestionario sobre el sector de la contabilidad.

195. La Junta de Decanos de Colegios de Contadores Públicos del Perú
, institución de derecho público, es el máximo organismo representativo de la profesión de Contador Público.  Sus funciones incluyen coordinar la labor institucional de los Colegios Departamentales y establecer los requisitos para la colegiatura.  La certificación y recertificación de los contadores públicos colegiados está también a cargo de la Junta de Decanos.  No existen licencias temporales para ejercer la contabilidad sin convalidar el título.
196. La Ley Nº 13253 y la Ley Nº 28951
 (profesionalización del Contador Público y creación de los Colegios de Contadores Públicos) regulan la profesión de contador público y otorgan las correspondientes facultades orgánicas a los Colegios de Contadores Públicos.  Las sociedades de Auditoría se constituyen única y exclusivamente por contadores públicos colegiados residentes en el país y debidamente calificados por el Colegio.

197. No existe un requisito de tiempo de residencia previa para desempeñarse como contador.  Sin embargo, para reconocer el título la ANR solicita que el profesional sea residente en el Perú.  
c) Servicios jurídicos

198. Los abogados son supervisados por cada uno de los 28 Colegios Departamentales de Abogados correspondientes cada uno a un distrito judicial.  La Ley Nº 1367 otorga facultades a estos Colegios para regular la profesión.

199. Los principales requisitos para ejercer la profesión de abogacía son: contar con un título de abogado;  encontrarse en ejercicio de los derechos civiles;  tener inscrito el titulo profesional en la Corte Superior de Justicia más cercana; y estar inscrito en el Colegio de Abogados del Distrito Judicial correspondiente.  La colegiatura en un colegio profesional permite ejercer la profesión a nivel nacional.  No hay restricciones a la movilidad de profesionales entre los diferentes distritos. 
200. Los abogados extranjeros pueden colegiarse bajo condiciones de trato nacional.  No existe una licencia específica para “consultores jurídicos extranjeros” ni licencias temporales para ejercer la abogacía sin convalidar el título.
201. Según el Decreto Ley N° 26002 de 27 de diciembre de 1992, para postular al cargo de notario se requiere, entre otros requisitos, ser peruano de nacimiento y ser abogado.  
d) Servicios de arquitectura e ingeniería

202. El ejercicio profesional de arquitectura y de ingeniería lo supervisan, respectivamente, el Colegio de Arquitectos del Perú (CAP)
 y el Colegio de Ingenieros del Perú (CIP).
  La reglamentación de las profesiones de arquitecto e ingeniero está dada por la Ley N° 16053 (Ley del Ejercicio Profesional de Arquitectos y de Ingenieros).  La inscripción profesional como arquitecto o ingeniero se debe realizar en la respectiva dependencia regional del CAP o el CIP, dependiendo del domicilio del solicitante.

203. Los arquitectos titulados en el extranjero pueden ejercer temporalmente la arquitectura en el Perú mediante la colegiatura temporal sin necesidad de convalidar el título siempre que exista un tratado internacional de reciprocidad sobre el ejercicio profesional del arquitecto que haya sido suscrito entre el Perú y el país de procedencia del solicitante.  Para poder utilizar dicha posibilidad, se debe presentar una solicitud acompañada de una carta de presentación del organismo colegiado (equivalente al CAP) del país del solicitante, y una carta de la empresa o persona a la cual se prestará el servicio, entre otros requisitos.
204. Los ingenieros titulados en el extranjero pueden ejercer temporalmente en territorio nacional inscribiéndose en el Registro de Ejercicio Temporal sin necesidad de convalidar el título.  Para ello se debe, entre otros:  presentar la solicitud acompañada de recomendaciones de tres ingenieros colegiados;  una carta de la empresa que señale las actividades a realizar y el plazo del contrato;  acreditar la condición de ingeniero graduado en una universidad extranjera y la habilitación legal para ejercer como ingeniero en su país de origen;  demostrar conocimiento adecuado del idioma castellano;  y aprobar una entrevista personal que demuestre la capacidad para ejercer la profesión y conocimiento de la legislación peruana relevante.

205. La Comisión Nacional Consultiva de Colegiación del CIP tiene la función de hacer el estudio comparativo de los títulos otorgados por instituciones extranjeras, de especialidad de ingeniería, con los expedidos por las universidades nacionales para los fines de colegiación de ingenieros con título extranjero revalidado en el país.
  Dicho estudio tiene por finalidad comparar los títulos extranjeros con los nacionales con el fin de establecer la equivalencia.  Independientemente, la convalidación es un proceso previo a todo trámite realizado ante los colegios profesionales.
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� Información en línea del FITEL.  Véase:  http://www.fitel.gob.pe/contenido.php?ID=36.


� El Reglamento del FITEL fue aprobado mediante el Decreto Supremo N° 010-2007-MTC.


� Incluye los créditos vencidos más los créditos en cobranza judicial.  


� FMI (2004), p. 26. 


� Información en línea de la Superintendencia de Banca, Seguros y AFP.  Véase:  http://www.sbs.gob. pe/TipoTasa/TasaDiaria/Tasas30042007.xls.


� Ley N° 27287 de 17 de junio de 2000, la Ley N° 27299 de 6 de julio de 2000, la Ley N° 27331 de 27 de julio de 2000, la Ley N° 27584 de 6 de diciembre de 2001, la Ley N° 27603 de 20 de diciembre de 2001, la Ley N° 27682 de 8 de marzo de 2002, la Ley N° 27693 de 11 de abril de 2002, la Ley N° 27851 de 21 de octubre de 2002, la Ley N° 27964 de 17 de mayo de 2003, la Ley N° 28184 de 9 de febrero de 2004, la Ley N° 28306 de 6 de julio de 2004, la Ley N° 28393 de 22 de noviembre de 2004, la Ley N° 28579 de 8 de julio de 2005, Ley N° 28755 de 30 de mayo de 2006.


� Dichas actividades son:  empresas de capitalización inmobiliaria; almacenes generales de depósito;  sociedades agentes de bolsa, sujetándose a la Ley del Mercado de Valores;  programas de fondos mutuos y de fondos de inversión;  empresas de custodia, transporte y administración de numerario y valores, siempre que cuenten con autorización de la SBS y del Ministerio del Interior; y fiduciarios en fideicomisos de titulización, sujetándose a lo dispuesto en la Ley del Mercado de Valores.


� La Constitución establece en su Artículo 63 que si otro país o países adoptan medidas proteccionistas o discriminatorias que perjudiquen el interés nacional, el Estado puede, en defensa de éste, adoptar medidas análogas.


� Artículo 6 de la Ley N° 26702.  Las personas naturales o jurídicas, extranjeras, residentes en el Perú son aquellas que tienen domicilio en el país y que por tanto, conforme al Artículo 33 del Código civil, tienen residencia habitual en el Perú.  


� Las disposiciones resolutivas adoptadas desde 2000 se pueden consultar en:  http://www.sbs.gob. pe/PortalSbs/Normatividad/CompendioNormas.asp?s=.


� Datos conforme a la Circular N° G-129-2007 que actualiza trimestralmente el capital mínimo requerido.  


� Ley N° 26702;  Texto Único Ordenado de la Ley del Mercado de Valores, Decreto Supremo Nº 093-2002-EF;  Decreto Legislativo N° 862, Ley de Fondos de Inversión y sus Sociedades Administradoras; Ley N° 26361, Ley sobre Bolsas de Productos;  Ley N° 27635;  Decreto Ley N° 22014;  Texto Único Ordenado de la Ley del Sistema Privado de Administración de Fondos de Pensiones, Decreto Supremo N° 054-97-EF;  Nº 004-98-EF.


� Articulo 9 de la Ley N° 26702.


� Articulo 10 de la Ley N° 26702.


� Datos conforme a la Circular N° G-129-2007 que actualiza el capital mínimo para el trimestre abril – junio de 2007.


� Información en línea del Ministerio de Transportes y Comunicaciones.  Véase:  http://www.mtc. gob.pe/implementacion/transportes/aereo/estadistica/est_anios1_ind.htm.


� Véase:  Análisis de las Características del Sistema Actual De Transporte Aéreo, consultado en:  http://www.mtc.gob.pe/portal/logypro/plan_intermodal/Parte1/Capitulos/Cap_7_Analisis_de_las_Cract_del_Sis_actual_de_Transp_Aereo.pdf.  Problemática Del Transporte Aéreo De Carga, presentación consultado en:  http://www.comexperu.org.pe/1.  Soluciones Para El Incremento De La Carga Aérea, consultado en:  http://www.comexperu.org.pe/archivos%5Cforo%5Cforo_25042006/1.


� Las Normas del MTC incluyen:  la Ley Nº 27779 de 11 de Julio de 2002 (Ministerio de Transportes y Comunicaciones);  la Ley Nº 27791 de 25 de julio de 2002 (Organización y Funciones del Ministerio de Transportes y Comunicaciones);  y el Decreto Supremo Nº 041-2002-MTC de 24 de agosto de 2002 (Reglamento de Organización y Funciones del Ministerio de Transportes y Comunicaciones).


� Convenio de Aviación Civil Internacional Chicago 1944;  Convenio para la Unificación de Ciertas Reglas relativas al Transporte Aéreo Internacional, Varsovia 1929;  el Protocolo de La Haya 1955;  el Convenio para la Unificación de ciertas reglas relativas al Transporte Aéreo Internacional realizado por quien no sea el Transportista Contractual, Guadalajara 1961;  el Convenio sobre la responsabilidad Civil del Transportista Aéreo de Montreal 1999.


� Alemania, Argentina, Bolivia, Brasil, Canadá, Chile, China, Colombia (régimen del CAN), Costa Rica, Cuba, Dinamarca, Ecuador, Emiratos Árabes Unidos, España, los Estados Unidos, Francia, México, Noruega, Panamá, Paraguay, Países Bajos, Reino Unido, Sudáfrica, Suecia, Suiza, Tailandia, Uruguay y Venezuela (régimen CAN).


� Información en línea de la ENAPU.  Véase:  http://www.enapu.com.pe/spn/default.asp.


� Banco Mundial (2003).  


� Banco Mundial (2003).  


� Banco Mundial (2002).  


� UNCTAD (2005).  


� Documento de la OMC GATS/SC/69 de 15 de abril de 1994.


� Otras disposiciones andinas complementarias son: la Decisión N° 314 de 4-6 de febrero de 1992;  la Decisión N° 390 de 2 de julio de 1996;  la Resolución 422 de 5 de agosto de 1996;  la Decisión N° 487 de 7 de diciembre de 2000;  y la Decisión N° 532 de 2 octubre de 2002.


� Información en línea de la Comunidad Andina.  Véase:  http://www.comunidadandina.org/ transportes.htm.


� Aprobado con los Acuerdos de Directorio Nº 053 y 055/06/99/D y sus modificatorias.


� Por su nombre en inglés, International Ship and Port Facility Security Code (ISPS Code).


� Por su nombre en inglés, U.S. Container Security Initiative.


� Colegio de Abogados de Lima, Colegio de Arquitectos del Perú, Colegio de Biólogos, Colegio de Contadores Públicos del Perú, Colegio de Economistas del Perú, Colegio de Enfermeros(as) del Perú, Colegio de Ingenieros del Perú, Colegio de Matemáticos del Perú, Colegio Médico del Perú, Colegio Médico Veterinario del Perú, Colegio de Obstetrices del Perú, Colegio Odontológico del Perú, Colegio de Psicólogos del Perú, Colegio Químico Farmacéutico del Perú, Colegio de Sociólogos del Perú, Colegio Tecnólogo Médico del Perú, Colegio de Trabajadores Sociales del Perú, Colegio de Arqueólogos del Perú, Colegio Profesional de Licenciados en Cooperativismo del Perú, Colegio de Relacionistas Públicos del Perú, Colegio de Bibliotecólogos del Perú, Colegio de Licenciados en Administración del Perú.


� Información en línea de la Organización de Estados Iberoamericanos para la Educación, la Ciencia y la Cultura.  Véase:  http://www.oei.es/homologaciones/peru.pdf.


� Información en línea de la Organización de Estados Iberoamericanos para la Educación, la Ciencia y la Cultura.  Véase:  http://www.oei.es/homologaciones/peru.pdf.


� Argentina, Brasil, Bulgaria, Chile, China, Colombia, Costa Rica, Cuba, República Checa, Republica Eslovaca, Ecuador, El Salvador, España, Guatemala, Honduras, Hungría, México, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Rumania, Santa Sede, Ucrania, Uruguay y Venezuela.


� Ley de Extranjería D.LEG. Nº 703 de 14 de noviembre de 1991.


� Estas limitaciones no se aplican al extranjero con cónyuge, ascendientes, descendientes o hermanos peruanos, inmigrantes (residente permanente), extranjeros con cuyos países existan convenios de doble nacionalidad o reciprocidad laboral, entre otros.


� Documento de la OMC S/WPPS/W/7/Add.26 de 24 de marzo de 1997.


� Información en línea del Colegio de Contadores Públicos de Lima.  Véase:  http://www.ccpl.org.pe/.


� Actualización de la Ley Nº 13253.


� Información en línea del CAP.  Véase:  http://www.cap.org.pe/.


� Información en línea del CIP.  Véase:  http://www.cip.org.pe/.


� Véase Reglamento De Colegiación.  Consultado en:  http://www.cip.org.pe/Informacion/ Documentos/norm/reglamento_colegiacion.pdf.





